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El proyecto de la ley de amparo establece lo siguiente:

Artículo 232.- Cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación, establezca jurisprudencia por reiteración en la cual se determine la inconstitucionalidad o se establezca la interpretación conforme de una norma general respecto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se procederá a hacer la declaratoria general correspondiente.

Artículo 233.- Dentro del plazo de treinta día hábiles contados a partir de la aprobación de la jurisprudencia referida en el artículo anterior, la Suprema Corte de Justicia formulará la declaratoria general de inconstitucionalidad o bien de interpretación conforme. Previo a la declaración, podrá convocar a quien estime conveniente de oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla.

Artículo 234.- La declaratoria no podrá modificar el sentido de la jurisprudencia y establecerá:

I.-    La fecha de su entrada en vigor;

II.-  Su obligatoriedad general; y

III.- Los alcances y las condiciones de la interpretación conforme o de la declaración de inconstitucionalidad.

Los efectos de estas declaraciones no serán retroactivos, salvo en materia penal en términos del párrafo primero del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 235.- Las declaraciones generales de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, se publicarán en el Semanario Judicial de la Federación, en el que se hubiera publicado la norma general respectiva.

El contenido de los transcritos artículos alude a lo que los autores del proyecto consideran como una abolición parcial al principio de relatividad que rige al juicio de amparo, también conocido como “formula Otero”.

Sin embargo, es claro que esa abolición no se alcanza en los términos que pretende la anotada propuesta, en principio, porque en ella en ningún momento se precisa que los efectos de la declaración general de inconstitucionalidad o de la interpretación conforme, sean “erga omnes” sino que tímidamente se limita a ordenar su publicación en el Semanario Judicial de la Federación, en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en el que se hubiere publicado la norma general respectiva, lo cual indudablemente no basta para privar de vigencia a dicha norma y hacer general los efectos protectores de la declaración o de la interpretación, porque para lo anterior es menester derogar la norma o abrogar el ordenamiento, lo cual desde luego no se encuentra dentro de las atribuciones constitucionales otorgadas a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, porque esa actividad constitucional es una facultad exclusiva del poder legislativo y no puede ni debe adjudicársele el poder judicial, en razón de que ello constituiría una injustificable invasión de competencia.

Por tanto, se considera que el capítulo IV del Título Cuarto del proyecto en mención debe ser complementado con una disposición en la que se consigne que una vez realizada la declaración de inconstitucionalidad o de interpretación en comento, la Suprema Corte de Justicia de la Nación notificará el contenido de la misma al Organo Legislativo que corresponda, para que, en cumplimiento obligado de ese fallo, pero en ejercicio de sus facultades exclusivas, derogue la norma o abrogue la ley materia de la resolución.

Sólo de esta manera se privará a la misma de su vigencia constitucional y se otorgará a la declaración los efectos protectores “erga omnes” que se pretende alcanzar.

Mención especial merece el señalamiento contenido en el artículo 233 del proyecto, en el sentido de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, previo a la declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme,  podrá convocar  a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla.

Tal propuesta se estima incorrecta, porque equivale a dar intervención a terceros ajenos al juicio de amparo, para que opinen sobre una determinación a la que no están vinculados, lo cual es inadmisible, amén de que la opinión de que se trata, no se regula en forma alguna, dado que no se puntualiza la forma como, en su caso, se hará el llamado de los terceros, ni se especifica el procedimiento para escuchar su opinión y menos aún se detallan los efectos constitucionales o legales que la misma puede producir, lo cual sólo se explica con base en el argumento relativo a que no es posible regular una actividad que en si misma incongruente y que debe por ello ser suprimida del proyecto.

En otro orden de ideas, cabe decir que el artículo 164 del proyecto de ley de amparo establece la regla general relativa a que tratándose de delitos considerados como graves, no procede la suspensión provisional.

Sin embargo, de manera inexplicable, se establece en el propio artículo que “...Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.”.

Lo anterior se considera incorrecto, porque otorga al juez de amparo una facultad discrecional tan amplia como riesgoza, dado que no se le fija ninguna restricción para que otorgue  esa medida cautelar, a pesar de que se trate de delitos calificados por la ley de la materia como graves, ni se explica el porqué de esa salvedad, la cual no encuentra una justificación social, ni favorece a los objetivos de la comunidad, la cual está interesada en preservar la seguridad de sus miembros; debiendo destacarse que no es atendible el argumento relativo a que la calificación de grave que el Poder Legislativo otorga a un delito determinado, es en ocasiones incorrecta, dado que ésta es una cuestión que no compete dilucidar a la autoridad de amparo al resolver sobre la medida suspensiva de que se trata, porque ello implicaría inobservar un mandato general contenido en una ley emanada de un proceso legislativo, facultad esta que indudablemente no se encuentra dentro del patrimonio de atribuciones de que se encuentra investido el juez de amparo.

Por consiguiente, se propone suprimir también del proyecto la examinada atribución que se pretende otorgar al juzgador constitucional.

R E S  P E T U O S A M E N T E.

MGDO. RAMON SANDOVAL HERNANDEZ.

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO 

(NOVIEMBRE 6, 7 Y 8 DE 2000).

Ponencia del Magistrado JORGE HIGUERA CORONA, adscrito al Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito.

La presente ponencia versa sobre el contenido de los artículos 94, tercer párrafo, y 105, fracción III, del proyecto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que se incluyen al final de la edición del proyecto de nueva Ley de Amparo.

En dichos preceptos constitucionales se propone la desaparición de los Tribunales Unitarios de Circuito, para convertirlos en Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación.

La propuesta anterior, de manera abrupta, pretende acabar con una tradición que data desde el 4 de octubre de 1824, fecha en la que el Congreso General Constituyente sancionó  la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824, en cuyo artículo 123 dispuso que: "El Poder Judicial de la Federación residirá en una Corte Suprema de Justicia, en los Tribunales de Circuito, y en los Juzgados de Distrito"; tradición nacional que se reiteró en el artículo 90 de la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, sancionada y jurada por el Congreso General Constituyente de 5 de febrero de 1857, cuyo texto estableció:  "Artículo 90.- Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Corte Suprema de Justicia y en los Tribunales de Distrito y de Circuito";  y la cual fue continuada en el artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dada en el Salón de Sesiones del Congreso Constituyente en Querétaro el 31 de enero de 1917, promulgada el 5 de febrero siguiente y en vigor a partir del 1º de mayo de 1917, cuyo texto, en la parte conducente, dispuso: "artículo 94.-  Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una Suprema Corte de Justicia y en Tribunales de Circuito y de Distrito cuyo número y atribuciones fijará la ley".

Tribunales de Circuito que desde el 4 de octubre de 1824 hasta el 19 de mayo de 1951, fueron única y exclusivamente los Tribunales Unitarios de Circuito, ya que fue hasta el 20 de mayo de 1951, fecha de entrada en vigor de la reforma practicada al artículo 94 de la Constitución General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de febrero de 1951, cuando  se crearon los Tribunales Colegiados de Circuito, de modo tal que estamos hablando de una larguísima, arraigada y fructífera tradición de más de 176 años de duración ininterrumpida hasta la fecha.

Estos son los datos históricos objetivos de una tradición jurídica nacional más que centenaria; en cambio los datos meramente anecdóticos circunscritos a este sexenio, se reducen a la reacción viceral del Procurador General de la República, licenciado Jorge Madrazo Cuéllar, respecto del dictado de sentencias absolutorias  en los procesos penales federales, iniciados a partir de consignaciones muchas veces deficientemente integradas, o en sí mismas endebles, o mal defendidas con la formulación de agravios inoperantes en apelación, emitidas precisamente por Magistrados Unitarios de Circuito, dura realidad que en lugar de ser reconocida por el Abogado de la Nación y procurar remediarla, la soslaya con la pretensión de que desaparezcan los Tribunales Unitarios de Circuito para convertirlos en Tribunales Colegiados  de Apelación, como si así, por arte de magia, se fueran a corregir los graves errores que se cometen en la integración de las averiguaciones previas federales, o durante el proceso o al formular los agravios en apelación, y que se atribuyen a la unicidad como están conformados los Tribunales Unitarios de Circuito, y que pretendidamente al pasar de una integración unitaria a colegiada dichos Tribunales ya no absolverían a tantos delincuentes.

Esa visión de las cosas, además de parcial para tratar de exonerar a la Procuraduría General de la República de toda responsabilidad en el dictado de sentencias absolutorias en procesos penales federales, no resiste un análisis serio de la labor profesional desempeñada por los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Circuito.

En efecto, hay casos muy contados, la menor parte de los asuntos resueltos por los Tribunales Unitarios de Circuito, pero con una gran resonancia nacional a través de los medios masivos de comunicación, que al evidenciar el pésimo desempeño de los Agentes del Ministerio Público de la Federación en procesos tan relevantes, provoca que se culpe de la absolución a los Magistrados Unitarios de Circuito, y se exija que no sea uno sino tres los Magistrados que decidan en la instancia de apelación. Sin embargo, se pasa por alto que es una desproporción inaceptable el que por algún error judicial excepcional  (la regla es que las resoluciones se encuentran estrictamente apegadas a derecho, de otra manera ya se hubiera destituido a la mayor parte de los Magistrados Unitarios de Circuito, si en verdad fuera tan deplorable su actuación que merecieran desaparecerlos, como sin razón válida alguna se propone en la reforma constitucional que se analiza), que humanamente es factible que en forma aislada llegue a suceder, ello no justifica que se pretenda desaparecer a un órgano unitario jurisdiccional con la tradición que  respalda a los Tribunales Unitarios de Circuito.

Es del  dominio público que el gran enojo del Señor Procurador General de la República se presenta en aquellos asuntos relacionados con procesados recluidos en CEFERESOS  como el de Almoloya, Estado de México, o Puente Grande, Jalisco,  principalmente; si en verdad en esos Circuitos hubiera deficiencias serias en la impartición de justicia, la solución no es desaparecer todos los Tribunales Unitarios de Circuito en toda la República Mexicana, y crear a lo largo y ancho de ésta Tribunales Colegiados de Apelación, lo que en la mayoría de los Circuitos no se justifica, y sí en cambio representaría un enorme gasto en adquisición de nuevos inmuebles para albergar a esos Tribunales y en nómina para pagar el triple  de personal por cada órgano jurisdiccional transformado, sino que la solución es muy sencilla: adscribir a los mejores Magistrados Unitarios de Circuito en esos Circuitos de alto riesgo, para evitar errores en procesos de trascendencia nacional, o incluso si no hubiera otra alternativa mejor limitar a esos Circuitos la existencia de Tribunales Colegiados de Apelación, pero no extenderla a toda la República, por ser inútil y contraproducente no sólo en lo económico, que no es menor cosa dado el reiterado  recorte del presupuesto anual del Poder Judicial de la Federación, sino también en el plano del reconocimiento profesional que merecen la mayor parte de los Magistrados Unitarios de Circuito.

Cito un solo caso, por conocerlo de cerca y por ser lo suficientemente ilustrativo para destacar lo que me interesa para los fines de esta ponencia, relativo a la Magistrada María del Carmen Pérez H. Castillo, adscrita desde hace 23 años al Tribunal Unitario del Sexto Circuito, con residencia en Puebla, Puebla. En 1997 se otorgó por primera ocasión la Medalla al Mérito Judicial Ignacio L. Vallarta, máxima presea judicial a la que puede aspirar un Magistrado de Circuito o un Juez de Distrito, correspondiendo el honor de recibirla, con todo el reconocimiento a su trayectoria y desempeño en su función jurisdiccional que ello implica, precisamente a la Magistrada Pérez H., en su carácter de Magistrada Unitaria de Circuito. Me pregunto: ¿alguien puede concebir que a esta ilustre Magistrada, que tan bien ha llevado su Tribunal Unitario de Circuito por más de 20 años, se le impongan dos Magistrados más en su Tribunal para hacerlo Colegiado? ¿con qué finalidad? ¿para que supervisen su trabajo a ver si lo está haciendo correctamente? ¿o más bien con esta medida se la empujará a pedir su jubilación anticipada, para evitar la humillación de que no obstante ser recipiendaria de la Medalla al Mérito Judicial Ignacio L. Vallarta, otros dos Magistrados deben darle el visto bueno a su trabajo, no sea que se vaya a equivocar?.

Y no es el único caso, también tenemos a otro Magistrado Unitario de Circuito que en 1998 recibió la Medalla al Mérito Judicial Ignacio L. Vallarta, es el Magistrado Homero Ruiz Velázquez, cuyo prestigio, al igual que el de la Magistrada Pérez H. y demás Magistrados Unitarios de Circuito de trayectoria intachable, hace tan inaudita como inaceptable la reforma constitucional que se propone.

CONCLUSION.

Por todas las razones expuestas en la presente ponencia, considero un exceso pretender desaparecer a los Tribunales Unitarios de Circuito y en su lugar crear los Tribunales Colegiados de Apelación, sólo por la presión ejercida en los últimos años al respecto por el Procurador General de la República, para tratar de justificar que las sentencias absolutorias en apelación son culpa del Poder Judicial de la Federación y no del Ministerio Público Federal, cuya actuación desde la integración de las averiguaciones previas, durante el proceso y al formular agravios en apelación, muchas veces es deficiente y causa directa de la absolución cuestionada a posteriori en los medios masivos de comunicación.

Hay soluciones menos radicales que pretender acabar abruptamente con una tradición jurídica  nacional de más de ciento setenta y seis años, como sería adscribir a los mejores Magistrados Unitarios de Circuito en los Circuitos de alto riesgo, como son los del Estado de México (Almoloya) y Jalisco (Puente Grande); o de ser inevitable esta reforma, que se restrinja única y exclusivamente a dichos Circuitos que lo requieran, pero no hacerla extensiva a lo largo y ancho de toda la República Mexicana, en donde es a todas luces innecesaria, no sólo por su alto costo económico, sino por la afrenta que representaría para tantos Magistrados Unitarios de Circuito de conducta intachable y reconocido prestigio, incluso algunos de ellos recipiendarios de la Medalla al Mérito Judicial Ignacio L. Vallarta, de imponerles a dos Magistrados más para que supervisen y den su visto bueno al trabajo que con tanta calidad y esmero desarrollan, algunos incluso desde hace décadas, por sí solos, sin haber tenido ni siquiera alguna queja administrativa que empañe su desempeño.

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO 

(NOVIEMBRE 6, 7 Y 8 DE 2000).

Ponencia del Magistrado JORGE HIGUERA CORONA, adscrito al Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito.

A fin de ubicar la presente ponencia para su sistematización, la misma se refiere a los plazos para presentar la demanda de amparo y aquéllos que se confieren a los Juzgadores del Poder Judicial de la Federación para dictar sentencia.

Los artículos que son objeto de crítica en la presente ponencia, son del proyecto de la nueva Ley de Amparo, ubicados conforme al instructivo enviado de la manera siguiente:

Título Primero, Capítulo III, artículo 16, primer párrafo, y su fracción I.

Título Segundo, Capítulo I, Sección Segunda, artículo 122.

En el primero de ellos se propone duplicar el plazo previsto para la interposición de la demanda de amparo de 15 días hábiles a 30 días hábiles, y en su fracción I en tratándose de normas generales autoaplicativas ampliarlo de 30 días hábiles a 45 días hábiles, para lo cual el proyecto que nos ocupa propuso la siguiente redacción: "Artículo 16.-  El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo: I.- Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, en que será de cuarenta y cinco días; ...".

Por su parte, el segundo de los preceptos que es materia de crítica en esta ponencia, no otorga ni siquiera un día de plazo para que, una vez concluida la audiencia constitucional, se dicte la sentencia en amparo indirecto. La redacción propuesta en el proyecto de mérito es la siguiente: "Artículo 122.- Las partes podrán comparecer a la audiencia si lo estiman pertinente. Abierta la misma, se procederá, en su caso, a la relación de constancias y pruebas desahogadas, y se recibirán, por su orden, las que falten por desahogarse y los alegatos por escrito que formulen las partes; acto continuo se dictará el fallo que corresponda".

La Ley de Amparo vigente, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 1936, en sus artículos 21, primera parte, 22, fracción I, y 155, primera parte, establece lo siguiente: "Artículo 21.- El término para la interposición de la demanda de amparo será de quince días". "Artículo 22.- Se exceptúa de lo dispuesto en el artículo anterior: I.- Los casos en que a partir de la vigencia de una ley, ésta sea reclamable en la vía de amparo, pues entonces el término para la interposición de la demanda será de treinta  días". "Artículo 155.- Abierta la audiencia se procederá a recibir, por su orden las pruebas, los alegatos por escrito y, en su caso, el pedimento del Ministerio Público; acto continuo se dictará el fallo que corresponda".
Como se advierte, en la Ley de Amparo vigente existe una manifiesta y acentuada inequidad al conceder quince días hábiles, y en amparo contra  leyes autoaplicativas treinta días hábiles, para la interposición de la demanda de garantías; y en cambio para el dictado de la  sentencia correspondiente no le concede al Juez de Distrito o Magistrado Unitario de Circuito ni siquiera un día hábil, sino que ordena que dicho dictado sea acto continuo al concluir la audiencia constitucional.

Pues bien, en lugar de reparar tan inequitativo trato, éste se acentúa aún más en perjuicio de los Juzgadores de amparo en la propuesta contenida en el proyecto de nueva Ley de Amparo, ya que si la experiencia claramente demuestra que los 15 días previstos como regla general para la interposición de la demanda de garantías, en realidad se convierten en 21 días con los sábados y domingos intermedios, o incluso se amplía más el plazo aludido con los días inhábiles existentes en ese lapso, y el plazo de 30 días contra leyes autoaplicativas se incrementa aproximadamente a 40 días por la misma razón; plazos dentro de los cuales se han venido elaborando las demandas respectivas, algunas de ellas con planteamientos bien fundados y motivados, como lo prueba sin lugar a dudas la práctica cotidiana, por lo que es inconcuso que no existe ningún motivo válido para proponer que esos plazos legales se dupliquen, como se hace en el artículo 16, primer párrafo, y su fracción I, del proyecto que se analiza.

Y en contraste, la experiencia demuestra palmariamente que los Juzgadores de amparo, sobre todo con los elevados números de ingreso que se padecen en la actualidad, y con la cantidad de audiencias constitucionales que se celebran diariamente en cada órgano jurisdiccional, están impedidos material y humanamente para dictar en todos los casos sentencia "acto continuo" de concluida la audiencia de ley; sin embargo, no obstante que esta exigencia pudo tener su razón de ser en épocas pasadas, cuando el número de juicios de amparo no era tan aplastante como lo es en la actualidad, y que ya no se justifica que la ley prevea que deba dictarse la sentencia "acto continuo", sino que es necesario que otorgue un plazo razonable para ello (pudiera ser de 30 días cuando menos), paradójicamente el proyecto de nueva Ley de Amparo pasa por alto lo anterior y, en cambio, sin que se justifique con algún dato objetivo que demostrara realmente su necesidad, se propone duplicar el plazo para interponer la demanda de garantías. 

En la introducción al proyecto de nueva Ley de Amparo, se trata de justificar esta propuesta con el argumento de que: "Desde el momento en que se amplían los plazos de presentación de las demandas, se hace factible que las partes preparen con mayor cuidado sus instancias y con ello pueda lograrse una elevación en la calidad de los litigios. Igualmente, la ampliación de los plazos permite un mejor acceso a la justicia en tanto facilita el planteamiento de las defensas de las partes "(página 55 de la edición respectiva). 

En primer lugar, llama la atención que se hable en plural ("partes"), cuando la interposición de la demanda de garantías única y exclusivamente corresponde a una de las partes, que es la quejosa; y, en segundo lugar, la "calidad de los litigios" y la buena defensa en sus planteamientos, no depende de que los abogados de la parte quejosa cuenten con un plazo duplicado para poder elaborar la demanda de amparo, sino de su capacidad profesional, la cual si es consistente, bien pueden desplegarla, como lo demuestra la realidad práctica cotidiana, con magníficos resultados en el plazo tradicional de 15 días hábiles, para la regla genérica, o en el de 30 días hábiles, en tratándose de amparo contra leyes autoaplicativas, sin necesidad de que se dupliquen dichos términos. Asimismo, quienes tenemos la experiencia diaria al revisar las demandas en los juicios de garantías, vemos que la regla dominante es que los litigantes esperan hasta el último día hábil del plazo legal para la interposición de la demanda de amparo, y no precisamente para su mejor elaboración, sino por la idiosincrasia que caracteriza a los mexicanos de dejar las cosas para el último día; lo cual también se advierte de la práctica diaria al revisar los amparos directos fiscales, en los que no es infrecuente encontrarse con que a pesar de contar el actor con 45 días hábiles para presentar la demanda de nulidad (artículo 207 del Código Fiscal de la Federación), se llega a desechar por extemporaneidad de un día, porque el abogado del actor hace mal el cómputo al considerar algún día hábil como inhábil; es decir, no es cuestión de que por duplicar o triplicar los plazos que analizamos, por ello se vaya a aprovechar mejor el tiempo concedido de más, la realidad demuestra que el abogado responsable y bien preparado, está en óptimas condiciones de elaborar una demanda de garantías de elevada calidad y con buenos planteamientos, dentro del plazo de 15 días hábiles para la regla general y de 30 días hábiles en tratándose de amparo contra leyes autoaplicativas, y que el abogado mal preparado o mediocre,  por más que se le amplíen los plazos para promover, nunca alcanzará ni propiciará la "elevación en la calidad de los litigios", ni por la simple ampliación de los términos podrá realizar una buena defensa con mejores planteamientos; por ello la afirmación en la presente ponencia de que no existe ningún dato objetivo que justifique la propuesta que nos ocupa.

En efecto, considero absolutamente innecesario duplicar dicho plazo, en virtud de que si para la elaboración de un acto mucho más complejo como lo es una sentencia de amparo, por el estudio más a fondo que se tiene que realizar para su dictado, en la vía indirecta  ha sido el mismo día o a los pocos días de concluida la audiencia constitucional, y en amparo directo ha sido de 15 días, me resulta inconcebible que se mantenga la exigencia para los Jueces de Distrito y Magistrados Unitarios de Circuito de dictar sentencia en amparo indirecto "acto continuo" de celebrada la audiencia de ley, y en cambio se pretenda otorgar  a los quejosos un plazo aún mayor para interponer su demanda de garantías, cuando ya gozan para ello de 15 días hábiles, que se convierten cuando menos en 21 días naturales, y en amparo contra leyes autoaplicativas cuentan con 30 días hábiles que se alargan a casi 40 días naturales, ¿para qué entonces ampliar aún más dichos plazos que de suyo son bastante holgados?.

Por otro lado, lo agobiante de la función jurisdiccional, por  los plazos tan reducidos para dictar sentencia teniendo tan elevadas cargas de trabajo,  sí se tomó en cuenta  en el proyecto de nueva Ley de Amparo en los artículos 90 y 181, en los que se duplican los términos para los Tribunales Colegiados de Circuito y para la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  para dictar sentencia en los recursos de revisión en amparo indirecto, y para los primeros en tratándose del dictado de sentencias en amparo directo, pasando de 15 a 30 días hábiles en ambos casos; por ello me parecería lógico y congruente que para el dictado de la sentencia en amparo indirecto, el plazo fuera cuando menos de 30 días, tal como se propone en amparo directo y en recurso de revisión.

CONCLUSION.

Por las razones antes expuestas, estoy en total desacuerdo con las reformas que se proponen en relación con los artículos 21, primera parte, y 22, fracción I, de la vigente Ley de Amparo, que quedaron plasmadas en el artículo 16, primer párrafo, y su fracción I, del proyecto de nueva Ley de Amparo, en virtud de que el plazo para la interposición de la demanda de garantías, como regla general, de 15 días hábiles es más que suficiente para ello, como lo ha demostrado la práctica cotidiana, incluso en amparo contra leyes heteroaplicativas, sin que exista alguna razón objetiva que justifique la ampliación que se propone en el proyecto en comento; y respecto del plazo previsto en tratándose de amparo contra leyes autoaplicativas, es incomprensible la propuesta de su ampliación a 45 días hábiles, si se mantiene la oportunidad de combatirlas también cuando se impugne su primer acto de aplicación en perjuicio del quejoso, tal como se establece en el segundo párrafo de la fracción X del artículo 59 del proyecto de nueva Ley de Amparo (que es igual en su sentido y alcance al segundo párrafo de la fracción XII del artículo 73 de la Ley de Amparo en vigor).

En contraste, es paradójico que el brevísimo plazo previsto en el primer párrafo del artículo 155 de la vigente Ley de Amparo, para el dictado de la sentencia en amparo indirecto, que debe ser "acto continuo" después de concluida la audiencia constitucional, se mantenga sin modificación alguna en el artículo 122 del proyecto de nueva Ley de Amparo, cuando aquí sí hay motivos de sobra objetivos (altísimo volumen de cargas de trabajo, numerosa celebración de audiencias constitucionales  cada día, complejidad de algunos asuntos, como por ejemplo amparo contra leyes, o con exagerado número de conceptos de violación, que exigen un estudio más cuidadoso  y exhaustivo, etc), que ameritan que tan reducido plazo se amplíe cuando menos a 30 días; tal como  se propone por  otro lado   en   los artículos  90  y  181  del  proyecto que nos ocupa, en materia de dictado de sentencias  en  recurso  de  revisión  y amparo directo.

Puebla, Puebla, a 22 de octubre de 2000

A T E N T A M E N T E

MAGISTRADO JORGE HIGUERA CORONA

PRESIDENTE DEL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO

EL SISTEMA POLITICO MEXICANO Y EL JUICIO DE AMPARO
Ponencia que presenta el DIP. AQUILES LOPEZ SOSA.

Me congratulo muy sinceramente por la oportunidad de participar en este Congreso Nacional, del que sin duda habrán de surgir muy importantes y trascendentales conclusiones respecto de la institución jurídica mexicana por excelencia para la protección de las garantías del gobernado: el juicio de amparo.

Los documentos en torno a los cuales ahora reflexionamos colectivamente los abogados aquí reunidos, son consecuencia de un notable esfuerzo impulsado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el loable propósito de contribuir, en el ámbito de su competencia, para que el país cuente con mejores leyes e instituciones jurídicas.

El conjunto de innovaciones que se contienen en el Proyecto de Ley de Amparo y en la propuesta de reformas constitucionales que lo sustenta, son de tal variedad e importancia que resulta verdaderamente difícil, mejor dicho, imposible, agotarlas en una exposición como la presente.

Es por ello que me concreto a señalar una posible clasificación para distinguir el alcance tanto de las reformas constitucionales como de las propuestas de modificación a la Ley de Amparo, que habrá de permitirme ubicar el objeto de mi exposición.

En la clasificación que formulo se trata, de una parte, de un primer subconjunto de reformas que tendrían un impacto cierto y definitivo en el sistema político mexicano, si es que entendemos por éste la estructura y funcionamiento de los órganos de poder estatal entre sí y frente a la sociedad. Por otra parte, se encuentra el subconjunto de reformas que atañen a cuestiones exclusivamente de procedimiento al interior del proceso constitucional de amparo.

Según el documento que ha sido circulado entre la comunidad jurídica nacional y que es posible consultar por medios electrónicos, ambos grupos o subconjuntos de propuesta de reformas abordan aspectos que, reitero, son de la mayor importancia y trascendencia para el orden jurídico mexicano.

Sin embargo, por las razones expresadas, en esta ponencia, me propongo analizar exclusivamente las propuestas de reforma que, desde mi personal opinión, impactan de manera directa y que, en caso de aprobarse, modificarían sustancialmente los términos de las relaciones de poder entre los órganos estatales, no sólo en el conjunto del régimen federal de gobierno sino también entre los tres Poderes Federales.

Este análisis, por lo tanto, implica e intenta una evaluación detenida, puntual, con respecto a los efectos que en el corto y largo plazo tendrían las instituciones jurídicas que se propone renovar, respecto de la estabilidad política del país y para la atención de los problemas económicos y sociales que compartimos como colectividad nacional.

Ahora bien, los artículos que incluyo en ese primer subconjunto que ya he caracterizado, son los artículos 103, 107 fracciones II párrafo segundo, XIV, XV párrafo primero y 112 de la propuesta de reformas constitucionales, en relación con los artículos 1º, 59 fracción IV y 106 fracción I inciso a) del Proyecto de Ley de Amparo, fundamentalmente.

¿Qué es lo que se deriva de este subconjunto de artículos?. En mi opinión, una modificación radical de las relaciones institucionales entre los tres Poderes de la Unión, con la evidente supremacía de uno de ellos, el Poder Judicial de la Federación, y específicamente de uno de sus órganos, la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Paso a explicarme.

En los artículos mencionados del proyecto se propone específicamente lo siguiente:

· El objeto de la protección se amplía a normas generales y a derechos humanos (Artículo 103 de la propuesta de reformas constitucionales), con un efecto general.

· Efectos generales del amparo mediante la declaratoria general de inconstitucionalidad (Artículo 107, fracción II, párrafo segundo de la misma propuesta).

· “Certificación” de las leyes y decretos expedidos por el Poder Legislativo Federal y los Poderes Legislativos Locales, a través de la declaratoria de interpretación conforme (Artículo 107, fracción II, párrafo segundo de dicha propuesta).

· Extensión indiscriminada de las sanciones por incumplimiento de una sentencia de amparo, a cualquier autoridad que con motivo de sus funciones esté obligada al cumplimiento de la misma (Artículo 107, fracción XV, párrafo primero de la propuesta mencionada).

· Derogación implícita de la esfera de protección jurídica prevista para los servidores públicos y de los procesos constitucionales y procedimientos secundarios previstos para ellos, en el Título Cuarto de la Constitución General, y en los correspondientes a las Constituciones Particulares de los Estados (Artículo 112 párrafo tercero de la propuesta de reformas constitucionales).

· Supremacía de un Juez de Distrito sobre el Congreso de la Unión, en materia de juicio político y declaración de procedencia (Artículo 59 fracción IV del Proyecto de Ley de Amparo).

· Supremacía de un Juez de Distrito sobre el Constituyente Permanente de la República (Artículo 106, fracción I, inciso a) del Proyecto de Ley de Amparo).

La Constitución, las leyes que de ella emanan y las instituciones jurídicas que éstas regulan, responden a las circunstancias, necesidades y aspiraciones de una realidad económica y social concreta. Este orden social es asegurado, garantizado, resguardado por la Constitución.

Para desentrañar la relación que tienen entre sí el Poder Judicial de la Federación, el Poder Legislativo Federal y el Poder Revisor de la Constitución frente a la Ley Fundamental de la República, acudo a la doctrina jurídica.

Hans Kelsen afirma al respecto: “llamamos norma fundamental hipotética a este supuesto o hipótesis, que fundamenta la unidad del orden estatal (y concede carácter jurídico a los actos que integran este Estado), y cuya fórmula sería: el individuo debe comportarse como ordena el órgano que establece la primera constitución. A esa norma fundamental, se le puede llamar constitución en sentido lógico jurídico, para diferenciarla de la constitución positiva que originaria y primeramente se funda en ella, a la cual llamaremos constitución en “sentido jurídico positivo”. La norma fundamental es la base y razón de la unidad del Estado y de su soberanía” 
.

Continúa diciendo Kelsen que “la norma que representa el fundamento de validez de otra norma es, en su respecto, una norma superior; pero la búsqueda del fundamento de validez de una norma no puede proseguir hasta el infinito, como la búsqueda por la causa de un efecto. Tiene que concluir en una norma que supondremos la última, la Suprema. Como norma suprema tiene que ser presupuesta, dado que no puede ser impuesta por una autoridad cuya competencia tendría que basarse en una norma aún superior. Su validez no puede derivarse ya de una norma superior, ni puede volver a cuestionarse el fundamento de su validez. Una norma semejante, presupuesta como norma suprema será designada aquí como norma fundante básica”.

Herman Heller, por su parte, sostiene que “la soberanía consiste en la capacidad tanto jurídica como real de decidir de manera definitiva y eficaz, en todo conflicto que altere la unidad de la cooperación social-territorial, en caso necesario incluso contra el derecho positivo y, además de imponer la decisión a todos los habitantes del territorio”
.

Ahora bien, en virtud de lo dispuesto por el artículo 133 de la Constitución General, la reforma de la Carta Magna nuestra tiene un proceso constitucional legislativo, en cuyos detalles no habré de detenerme porque es conocido de todos los presentes.

Pero reúno las disposiciones del 133 con las citas de Kelsen y Heller para formular a ustedes una pregunta, ¿la norma fundante básica mexicana debe ser facultad del Poder Revisor de la Constitución, es decir, de ambas Cámaras del Congreso de la Unión y de la mitad más una de las Legislaturas de los Estados, o de un juez de distrito?.

O planteado de otra forma, ¿el titular final de la soberanía popular debe ser el Constituyente Permanente de la República o un juez de distrito?.

Desde luego que se podría argumentar que el inciso a) de la fracción I del artículo 106 del Proyecto de Ley de Amparo que ahora comentamos, se refiere únicamente a "vicios de procedimiento” en el caso de reformas constitucionales. Sin embargo, el efecto es exactamente el mismo que si se tratase de disposiciones de fondo las que pudieran ser impugnadas, toda vez que, en la práctica, son éstas las que serán impugnadas a través del juicio de amparo indirecto.

Veamos ahora otro aspecto de este nuevo equilibrio en la relación entre los poderes federales implícito en las propuestas que comento. Me referiré al caso del juicio político y de la declaración de procedencia. El artículo 59 del Proyecto de Ley de Amparo en comento propone mantener la disposición vigente en el sentido de que “El juicio de amparo es improcedente… Contra las resoluciones o declaraciones del Congreso de la Unión o de sus Cámaras en materia de declaratoria de procedencia o de juicio político…”.  

Ahora bien, la innovación que se propone introducir sería la siguiente: “Sin embargo, será procedente en contra de resoluciones y acuerdos dictados en la secuela del procedimiento, siempre que se afecten gravemente las defensas del quejoso”.

En virtud de lo dispuesto por la fracción II del artículo 106 del Proyecto de Ley de Amparo, nuevamente un juez de distrito podría anular actos de ambas Cámaras del Congreso de la Unión, en materia de juicio político o declaración de procedencia, una vez más por “vicios del procedimiento”, matizados en el artículo 59 fracción IV con una redacción diferente: “siempre que afecten gravemente las defensas del quejoso”. ¿Y qué funcionario público sometido a juicio político o a declaración de procedencia, podría dejar de considerar que cualquier acto que le fuese adverso en dichos procesos constitucionales, afectaría gravemente su defensa?.

Pero no agregaré consideraciones respecto de las cuestiones de procedimiento, me limitaré a resaltar los cambios radicales que entrañaría una disposición semejante en el caso de la soberanía popular representada por los órganos colegiados del país, en la esfera de sus respectivas competencias.

El juicio político y la declaración de procedencia son dos procesos constitucionales pensados, originalmente, para mantener un equilibrio entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Si bien es cierto que el primero es estrictamente político, ambos procesos entrañan aspectos eminentemente jurisdiccionales, pero esto no quiere decir que deba tratarse de procedimientos judiciales, sino de procedimientos de control político del Legislativo sobre el Ejecutivo, fundamentalmente, puesto que también los integrantes de todos los poderes pueden ser materia de cualquiera de esos procesos constitucionales.

Nos encontraríamos aquí, además, con una paradoja singular. En el supuesto, sin conceder, de que un integrante del Poder Judicial de la Federación fuese sometido a juicio político o declaración de procedencia, dependiendo de su rango y función, podría suceder que el órgano correspondiente encargado de ampararlo, podría estar integrado o bien por un subordinado suyo o por sus pares. Y veo difícil que todos pudieran excusarse.

En esencia, es la misma razón por la cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a diferencia de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, no puede tener facultad de iniciativa de ley, toda vez que se podría encontrar en situaciones en las que fuese juez y parte, como en el caso hipotético que ahora planteo.

Es evidente, entonces, que en el caso que nos ocupa la relación de equilibrio entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo, Federal o Locales, éste sería roto en beneficio del Poder Judicial de la Federación. ¿Es esto conveniente o inconveniente, útil o inútil, para asegurar la estabilidad política del país y para contribuir a la consecución de sus metas de desarrollo económico y social?.

La división de poderes implica una distribución de funciones y una especialización, incluso profesional, por parte de los miembros de cada uno de dichos Poderes. En el caso del Poder Legislativo, Federal o Locales, lo que importa es la representatividad social del órgano de que se trate, misma que es asegurada mediante varios principios que convergen en la integración de esos órganos: de una parte, la regla de oro de la democracia que es la regla de la mayoría y, por otra, la pluralidad asegurada a través del sistema mixto con dominante mayoritario.

Dicha integración plural y democrática de los órganos legislativos mexicanos, asegura una supervisión eficaz y eficiente en beneficio de la estabilidad política y del desarrollo económico social. Esa es una función que, dicho con el mayor respeto y objetividad, no corresponde a los Tribunales de la República, porque dichos principios no están comprendidos en la función jurisdiccional.

Para demostrar mi afirmación me parece indispensable referirme a varios fallos judiciales conocidos por la opinión pública recientemente, y no sólo por los especialistas que dan seguimiento a las sentencias de los Tribunales Federales.

La denominada cláusula de gobernabilidad de una asamblea legislativa está prevista en el artículo 122 de la Constitución General. Pero hay una sentencia judicial que declaró inconstitucional una Constitución Particular que la reguló en su ámbito propio. Me parece que, para decirlo en términos muy llanos, esa sentencia judicial ha declarado inconstitucional la Constitución General.

El siguiente se refiere a la sentencia dictada en un incidente de ejecución en materia agraria, en el que expresamente se señaló el uso de la fuerza pública para resolver un problema jurídico… que también es un problema social. No conozco un país que haya resuelto sus problemas sociales mediante el uso de la fuerza pública.

En esa misma sentencia se ordenó el cese fulminante de varios servidores públicos y se previno su aplicación en otros casos. Esto me lleva a la adición que se propone introducir al artículo 112 constitucional: “Tampoco se requerirá declaración de procedencia cuando la Suprema Corte de Justicia ejerza la facultad a que se refiere la fracción XV del artículo 107”.

Me parece que según la sentencia mencionada esto que aquí se propone sólo como una adición, es algo que ya se aplica cotidianamente en los Tribunales Federales.

Otorgar una supremacía semejante a los Tribunales Federales, sea por la vía de las reformas constitucionales, sea por la de la legislación secundaria o bien a través de criterios jurisprudenciales obligatorios que, en la práctica, no sólo interpretan sino que integran y en ocasiones derogan, disposiciones constitucionales expresas, dicho con el mayor respeto y objetividad, es algo que vulneraría el principio de división de poderes, el sistema político mexicano y el Estado de Derecho.

He puesto énfasis sólo en las cuestiones que, en mi opinión, modificarían el funcionamiento del sistema político mexicano, precisamente en un momento en el que el perfeccionamiento jurídico del mismo ha alcanzado una etapa hasta ahora inédita: la alternancia democrática en el Ejecutivo Federal.

Confío en que los funcionarios judiciales, los legisladores federales y locales, los servidores de las administraciones públicas, al igual que todos los miembros de la comunidad jurídica nacional aquí reunidos, habremos de contribuir con nuestra participación activa y responsable a mantener la estabilidad política y la paz social hasta ahora lograda, y venturosamente ratificada en dicho escenario inédito de alternancia democrática.

Las propuestas de reforma constitucional que sustenten una nueva Ley de Amparo, y las disposiciones de esta misma, no podrían rendir plenos frutos en beneficio de los gobernados, si no la ubicamos en el marco natural de donde proceden.

Expreso mi propuesta, por lo tanto, para que en un nuevo proyecto de reformas constitucionales y de Ley de Amparo, sean modificados los artículos que he mencionado conforme a la reflexión que igualmente he expuesto.

Oaxaca de Juárez, Oax., octubre del 2000.

DIP. AQUILES LOPEZ SOSA

PRESIDENTE DE LA GRAN COMISION DEL

CONGRESO DEL ESTADO DE OAXACA.
H. COMISION DE ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA LEY DE AMPARO.

Presente.

Asunto:  Se formula ponencia.

Muy estimados y distinguidos Señores:

En mi carácter de abogado litigante y académico, preocupado por coadyuvar en el fortalecimiento de las instituciones y ordenamientos legales, que permiten que vivamos en este hermoso país en un estado de derecho, me permito poner a su consideración las siguientes propuestas que considero de suma importancia para la nueva Ley de Amparo que se pretende presentar al Congreso de la Unión para su aprobación y promulgación.

· PRIMERA PROPUESTA.

A efecto de poder conocer los alcances de la propuesta que me permito formular, es necesario recordar la importancia que tiene el juicio de garantías para todas las ramas del derecho.  Lo que hace que los efectos del juicio de Amparo sean aún mas evidentes y, que sirva realmente de equilibrio entre el ciudadano y las autoridades, es sin duda la medida cautelar de la suspensión provisional y definitiva del acto reclamado.

Efectivamente, sin la suspensión provisional el juicio de Amparo en muchos de los casos no solamente dejaría de ser efectivo y oportuno, pues con la consumación o ejecución el acto reclamado de modo irreparable el juicio deviene improcedente.

En el anterior orden de ideas, encontramos que tanto la antigua ley de Amparo como la nueva propuesta, adolecen de las disposiciones legales aplicables para salvaguardar esa eficacia y oportunidad a que nos hemos referido.

Si analizamos el anterior texto de la ley de Amparo, la queja de 48 horas o queja rápida como se conoce en los pasillos de los Tribunales Federales, solamente aplica en caso del supuesto establecido en la fracción XI del artículo 95 de la ley de Amparo, que establece la procedencia del recurso de queja contra las resoluciones que pronuncien los jueces de Distrito o del superior del Tribunal responsable, en el caso que concedan o nieguen la suspensión provisional.  En el nuevo proyecto, encontramos que se mantiene el mismo en el artículo 95 fracción I, inciso b), así como en el término para su interposición de acuerdo al artículo 99 último párrafo; sin embargo, como se ha venido sosteniendo hasta la fecha, esta quejas rápida, de nada sirve cuando el juicio de Amparo se promovió en vísperas de las vacaciones de los tribunales o durante el período de su desahogo, ya que al reservársela a los Tribunales Colegiados de Circuito el recurso de queja y encontrarse en vacaciones, esta queja rápida se convierte en una tortuosa y angustiante espera, que en muchas ocasiones hace ineficaz e inoportuno el juicio de Amparo y la medida cautelar.

AL RESPECTO, PROPONEMOS: que a fin de que no se vea nugado el otorgamiento de la suspensión provisional o de oficio, se contemple en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, turnos de los Tribunales Colegiados de Circuito para vacacionar tanto en verano como en navidad, o, en su caso, se prevea otorgar a los nuevos Tribunales Colegiados de Apelación la Facultad de resolver sobre estas quejas, tomando en cuenta que estos Tribunales están sometidos a un turno como los Juzgados de Distrito y en consecuencia siempre hay uno que pudiere otorgar la oportuna resolución a un recurso de queja contra la negativa de la suspensión de oficio o provisional.

· SEGUNDA PROPUESTA.

Bajo las mismas consideraciones de la propuesta anterior, debemos percatarnos de que al haber cambiado el recurso de revisión por el de queja, en casos de improcedencia o desechamiento de la demanda de Amparo y, que en su caso, esta queja deberá resolverse en un término de 15 días, no se viene a solucionar el verdadero problema.

Efectivamente, con la improcedencia o desechamiento de origen de la demanda de garantías, se impide al quejoso obtener la suspensión provisional, misma que por lo general los jueces de Distrito si la conceden, lo realizan en un plazo no mayor de 48 horas (término práctico generalizado por los Tribunales Federales); sin embargo, en el caso planteado el recurso de queja, si fuera cierto que se resolviera en un término de 15 días, ese plazo resulta excesivo, cuando la necesidad de la medida cautelar de la suspensión provisional se requiere de inmediato; casos de ejemplos sobrarían: clausuras, privación de la libertad, ejecución de órdenes de aprehensión, embargos o decomisos ordenados por autoridades distintas a las judiciales, etc.

En conclusión a lo anterior, se propone que el recurso de queja para la improcedencia o desechamiento de la demanda de garantías, se establezca el recurso de queja rápida o de 48 horas que prevé el proyecto en el artículo 99 último párrafo.

Esto debe tener mayor sustento, al encontrar dentro de los Tribunales Federales, múltiples ejecutorias que los Tribunales Colegiados han pronunciado respecto en que en la mayoría de los casos resulta temerario que los jueces de Distrito con la sola demanda de garantías puedan determinar una improcedencia o desechamiento, con la certeza de que en el procedimiento constitucional el quejoso no podrá acreditar estar en los supuestos del artículo 114 de la ley de Amparo en vigor; tan es así, que cuantos actos de desechamiento o improcedencia han sido revocados por los Tribunales Colegiado ordenándole al a-quo la admisión de la demanda.

En espera de que estas propuestas sean estudiadas e incorporadas en su oportunidad al proyecto, sólo me queda reiterarles mis más distinguidas y apreciables consideraciones.

ATENTAMENTE.

LIC. JAVIER L. NAVARRO VELASCO.
PROPUESTA QUE PRESENTA EL LIC. RAUL VELASCO ROCHA, REPRESENTANTE DE LOS ABOGADOS LITIGANTES DE COLIMA, A LA CONSIDERACION DE LA COMISION DE ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO. 

En observancia a las disposiciones contenidas en la Guía Técnica para la presentación de Ponencias y en el orden de sistematización requerido, a continuación se propone lo siguiente:

PUNTO I. Disposiciones fundamentales del Título Primero, Capítulo I, artículo 1.

Como se observa ese artículo con su redacción contenida en el proyecto, supera en forma y fondo a su similar de la actual Ley de Amparo, al definir con más amplitud las controversias que se susciten por violaciones a las garantías individuales, por actos de autoridad, quedando implícitos en este precepto las Leyes Estatales y Federales, lo cual desde luego protege al gobernado; más es inminente que al ampliar su cobertura en este artículo respecto a su objeto en materia de los derechos humanos que protegen los tratados internacionales, mismos que de acuerdo a la Supremacía Constitucional, contenida en el artículo 133 del ordenamiento constitucional tales tratados adquieren fuerza obligatoria para todos los gobernados. 

De lo anterior surge la siguiente observación y que pudiera causar conflictos respecto al conocimiento de la materia, ya que en la forma en que esta redactada parte de este artículo, se convierte en un ordenamiento casuístico, al señalar con precisión los derechos humanos, pactados en los tratados internacionales que el numeral refiere como son:

La declaración universal de los derechos humanos; el pacto, internacional de los Derechos Civiles y Políticos; el pacto internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la declaración americana de los derechos y deberes del hombre y la convención americana sobre derechos humanos.

Luego entonces que ocurrirá cuando México celebre otros tratados que no se encuentren dentro de los ya enumerados en el artículo en comento, motivando el tener que adicionar a este artículo los nuevos tratados que llegaren a celebrarse y que de acuerdo a la propia constitución serían elevados al principio de Supremacía Constitucional, por lo tanto se propone concretamente que el artículo en comento quede redactado de tal suerte que de cobertura a

Por lo anterior se propone adicionar al final del artículo 1° lo siguiente: .…. Así como los demás tratados internacionales que en lo futuro llegare a celebrar el estado mexicano sobre derechos humanos y elevados a mandato constitucional. 

En el capítulo IV denominado NOTIFICACIONES, en sus artículos del 23 al 30 disponen la forma y términos en que habrán de practicarse las notificaciones y específicamente el 26 en su fracción III inciso (a) refiere que las notificaciones personales a los quejosos se efectuarán por LISTA y aquí es precisamente donde surge el problema para los quejosos y los litigantes, quienes deberán estar checando prácticamente todos los días las LISTAS DE ACUERDOS de los juzgados, para estar al cuidado de que una notificación importante y de carácter personal que se notifica por lista, pueda enterarse de su contenido en tiempo y forma, como son las fechas de audiencia constitucional, incidentes o la presentación de testigos, lo cual para el litigante significa un verdadero problema, sobre todo entratándose de ciudades grandes donde desplazarse a un juzgado de distrito significa de una a dos horas de tiempo o quizá más, dependiendo las distancias o los problemas de tráfico, así como el domicilio del quejoso o del litigante, cuando este queda en un área suburbana o rural, donde el tiempo y la distancia para trasladarse todos los días, hasta los juzgados de la competencia es realmente difícil, por lo tanto se propone concretamente lo siguiente:

Que al interponer una demanda de amparo indirecto en términos del artículo 107 de la Ley de Amparo en proyecto, al manifestar los requisitos a que se refiere la fracción I del citado artículo que se refiere al nombre y domicilio del quejoso y del que promueve en su nombre, y no obstante que en dicha fracción no se establece el requisito de señalar persona autorizada para oír y recibir notificaciones en su nombre, precepto que es trasladado al capítulo de notificaciones en el artículo 23 segundo párrafo; (lo cual se considera un error de forma y no de fondo que se tratará posteriormente), se propone concretamente incluir en la fracción I del ya citado artículo 106, la obligación de que el quejoso señale el domicilio procesal y a quien autoriza para oír y recibir notificaciones y además permitirle al quejoso al designar domicilio y autorizado para oír y recibir notificaciones, que exprese en su demanda SU DIRECCION ELECTRONICA para que las notificaciones de carácter personal, le sean notificadas a través de este medio electrónico, que la tecnología a puesto al alcance de la sociedad y si en efecto el propósito de este Congreso es analizar la Ley de Amparo, desde la perspectiva de los beneficios que traerá y de los hechos que hacen necesario modernizar la legislación en la materia, para estar acordes a como evoluciona y cambia la sociedad y la importancia que el Poder Judicial sea un verdadero garante del Estado de Derecho y de leyes que respondan a los reclamos sociales, sería muy positivo que las notificaciones personales al quejoso, además de hacerlas por lista, se le hicieren a través del correo electrónico, cuando el quejoso así lo señale en su demanda. 

Conclusión de la adición que se propone: 

Artículo 26. Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas: ... I... (a)... (b)... (c)... II... III... (a). LAS NOTIFICACIONES PERSONALES AL QUEJOSO SE EFECTUARAN POR LISTA Y EN SU CASO A TRAVES DEL CORREO ELECTRONICO QUE SEÑALE EN SU DEMANDA. 

Con relación al capítulo X de las disposiciones fundamentales el artículo 75 se refiere a los efectos de las sentencias que conceden el amparo y en efecto la fracción I dispone que cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, restituir al quejoso en el pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación; y la fracción II refiere que cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omisión, obligar a la autoridad responsable a respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija.

Como se observa el citado numeral 75 de la Ley proyecto, hace referencia a los dos supuestos de actos reclamados en sentido positivo y negativo y la obligación para la autoridad responsable de restituir o en su caso respetar el derecho de que se trate y agrega en su último párrafo, que el Juez deberá precisar su estricto cumplimiento y sus efectos. 

Planteamiento del problema: en el supuesto del referido artículo 75 establece la obligación para la autoridad responsable al cumplimiento del acto reclamado, ya sea de carácter negativo o positivo, más en el caso de que se trate de un acto negativo, donde la autoridad responsable es condenada al otorgamiento de una escritura, factura o cualquier otro documento que se haya negado a expedir y ahora con la sentencia simple y llanamente se niega a su cumplimiento a través de evasivas y acciones dilatoria, con el único fin de retardar su cumplimiento, dando origen a iniciar el incidente de ejecución de sentencia para el cumplimiento y ejecución de la misma, como lo señala el título tercero capítulo I, artículos 190 al 196 de la Ley proyecto, en cuyo caso y agotado el procedimiento no se logra su cumplimiento, pese a los requerimientos y la aplicación de multas tanto a la autoridad responsable como a su superior jerárquico, el juez de los autos hará la declaratoria en el sentido de que existe incumplimiento y remite el expediente original a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para los efectos del artículo 107 fracción XVI de la Constitución General de la República; obsérvese que en el contenido de dicha fracción en su segundo párrafo dispone lo siguiente: Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros, en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita. 

De lo anterior se desprende que en efecto, es la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien podrá disponer de oficio el cumplimiento sustituto de la sentencia, pero lo condiciona a los casos en que se afecte gravemente a la sociedad o a terceros; pero volviendo al caso que se plantea y a un después de las acciones del Juez de Distrito y de la Corte, el agraviado no vería satisfechas sus demandas, pues aunque la autoridad responsable fuera multada o en su caso separada de su cargo, el agraviado continuaría igual, o vería satisfechos sus reclamos, después de un largo proceso, lo que viene a equipararse al principio de que “Justicia retardada, es justicia denegada” por lo tanto, se propone concretamente lo siguiente: 

Adicionar al artículo 75 en comento, que cuando la sentencia que concede el amparo, no sea debidamente cumplimentada, EL JUEZ DE AMPARO TENDRA FACULTADES PARA SUSTITUIR EN SU CUMPLIMIENTO A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, sobre todo en el caso que se planta, donde la sentencia de amparo se dicte, ordenando a la autoridad responsable el otorgamiento de la escritura, factura o cualquier otro documento que se derive del acto reclamado.

Tema dos. AMPARO INDIRECTO.

Es innegable que a través de la existencia del actual juicio de amparo, uno de los preceptos más importantes en la materia, es quizá LA SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO, ya que en ocasiones un amparo se gana con la sola obtención de la suspensión provisional, de ahí su importancia dentro de este juicio.

También es de evidente verdad que tradicional e históricamente el amparo es improcedente contra actos consumados, de una manera irreparable y en consecuencia deviene la improcedencia; más en el caso en que procede la acción que se demanda a través de esta Vía, como ya se dijo lo más importante resultará ser obtener la suspensión provisional de los acto reclamados y si se llega a obtener tal suspensión, esta ya no reviste ningún valor, si al concederse la medida suspensional ya se ejecutó el acto reclamado y aunque en el fondo del asunto, este le sea favorable, el acto de molestia ya se cometió y es imposible restituir al quejoso en el goce de su garantía violada, de ahí que es importante que la suspensión provisional en casos específicos tenga EFECTOS RESTITUTORIOS al dictarse y para ello cito el siguiente ejemplo:

Es el caso que un comerciante acude en demanda de amparo ante el juez de distrito, porque su negocio que expende artículos de primera necesidad y algunos son perecederos, ha cometido una falta administrativa y de acuerdo a ciertos reglamentos municipales o disposiciones estatales hechos a la ligera y en franca violación a los preceptos constitucionales, ordena el cierre del establecimiento, sin darle oportunidad de acudir al juicio de amparo y demostrar a través de este medio que la falta administrativa es improcedente, de tal suerte que su negocio le fue clausurado con el eminente riesgo de que algunos productos se lleguen a descomponer y aunque en este caso y dentro del proceso mismo de amparo, llegare a demostrar que le asiste la razón y el derecho, y obtenga sentencia declarando improcedente el cierre temporal de su negocio, el acto de molestia que se le causó con el cierre de su negocio y quizá la pérdida de sus mercancías, ya no lo puede evitar por ningún medio, porque al concederse la suspensión provisional, el cierre del negocio ya era un acto consumado, en cuyo caso se propone que si al interponer una demanda de amparo se hace saber esa circunstancia, se tomen las medidas conducentes, pues en efecto el artículo 126 de la Ley en proyecto, dispone que la suspensión a petición de parte procede bajo la concurrencia de tres supuestos que son:

I. Que lo solicite el quejoso.

II. Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público y 

III. Que de permitirlo la naturaleza del caso, opere a favor del quejoso, la apariencia del buen derecho. En esta última disposición si pudiera considerar el caso que se plantea, más no es específica entratándose de que el acto reclamado ya haya sido consumado con el cierre del establecimiento, en cuyo caso la suspensión ya no le es favorable, sobre todo si se atiende al principio de que tal medida se dicta para el efecto de que las cosas se mantengan en el estado en que se encuentran y en este caso el estado de las cosas para el quejoso, será que su negocio ya fue cerrado; de ahí que surge la inquietud de que se agregue una fracción más al artículo 126 de la Ley 

Artículo 126. Con excepción de los caos en que procede de oficio, la suspensión se decretará en todas las materias, siempre que concurran los siguientes requisitos:

I. ...

II. ...

III. ...

IV. ...

V. Cuando se trate de establecimientos donde se expendan artículos de primera necesidad, que ya hayan sido clausurados, la suspensión se concederá de manera provisional dentro del incidente respectivo, demostrando el quejoso a criterio del Juez tal circunstancia y siempre que el juicio no quede sin materia.


RAUL VELASCO ROCHA

México, D.F. a 22 de octubre de 2000.

Ministro Humberto Román Palacios

Coordinador General de la Comisión de 

Análisis de Propuestas para una nueva

Ley de Amparo

Presente.

Sr. Ministro nos permitimos distraer sus actividades para manifestarle algunas inquietudes respecto al proyecto de la Ley de Amparo, que próximamente se discutirá en el Congreso Nacional a celebrarse en el mes de noviembre en Mérida, Yucatán.

Con mucho interés hemos analizado el referido proyecto de ley y estimamos que dicho proyecto adolece de precisión y claridad.

Sr. Ministro de todo el proyecto mencionaremos los siguientes aspectos.

No sabemos sobre el proyecto o nueva Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, ya que esta legislación es el complemento exacto de la Ley de Amparo y debe expedirse o en su caso presentarse el proyecto paralelo al proyecto en comento. Realmente estamos preocupados por esta falta de información ya que de aprobarse el mencionado proyecto de ley, quedaría sin su respectivo sustento en cuestiones administrativas como son aspectos procesales de amparo: las autoridades, competencia y las partes en el propio Juicio de Amparo.

Ahora bien estimamos que sería oportuno por parte de la coordinación que usted preside, se revisará la importante omisión en este renglón, ya que junto con el proyecto de reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la Ley de Amparo, desde luego la correspondiente reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, o en su caso la adecuación.

Por otra parte, las reflexiones que nos gustaría comentarle para que en su momento y análisis se pudieran tomar en consideración para la redacción del texto final,, es el capítulo relativo a la “Jurisprudencia”.

Si bien el texto original consta de 8 artículos, el proyecto consta de 19 artículos, los cuales lejos de solucionar el caso complejo de la “jurisprudencia”, lo complica al tenor de los siguientes razonamientos:

En lo que se refiere al artículo 213 se puede apreciar que si la intención del proyecto de la nueva Ley de Amparo es hacerla mas comprensible a la población en general, se debieron incluir los conceptos de Jurisprudencia, Jurisprudencia por contradicción de tesis y Jurisprudencia por reiteración de criterios.

Sin embargo el numeral en cita se limita a la creación de la Jurisprudencia en solo dos formas, Jurisprudencia por contradicción y Jurisprudencia por reiteración, lo cual consideramos se contrapone al proyecto, ya que éste señala la posibilidad de crear Jurisprudencia por interrupción de otra Jurisprudencia anterior y por sustitución de una ya dictada, lo que se traduce en la existencia de varias formas de creación de la misma y no solo las contempladas.

En lo relativo al artículo 214 se establece que la Jurisprudencia por reiteración, la realizará la SCJN, funcionando en pleno o en salas, o por los Tribunales Colegiados de Circuito de Amparo, esto último mantiene relación directa con la actual ley.

Respecto al artículo 215 se puede resaltar la necesidad de una modificación a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, ya que si se llegará a aprobar esta nueva Ley no se encontraría el organigrama idóneo para el funcionamiento y nueva estructura del Poder Judicial Federal.

La redacción del artículo 216 es correcta en virtud de que anteriormente solo en las Tesis aparecían los considerandos de las sentencias y por ello no se tenía un conocimiento claro del asunto en concreto.

El artículo 217 concuerda con el artículo 195 fracción II de la actual Ley de Amparo estableciendo el mismo término para la remisión de las tesis al Semanario Judicial de la Federación para que de esta forma se le de la publicidad necesaria.

Sin embargo de esta comparación cabe destacar que uno de los problemas del artículo en cita es la falta de precisión en cuanto al Semanario Judicial de la Federación, ya que no siempre se les da la oportuna difusión a las Jurisprudencias para su aplicación.

En cuanto al artículo 218 encontramos que en el Semanario Judicial de la Federación se publicaran las tesis ejecutorias de amparo, así como los votos particulares, lo que no nos convence de lo anterior es el término eficiente ya que no señala de forma clara y concisa el plazo para tal publicación, dando a entender que esta podrá hacerse en cualquier momento. Asimismo hace mención a los órganos jurisdiccionales competentes, sin señalar cuáles.

De igual forma en el artículo 219 consideramos que tiene una debida apreciación ya que si va a invocar Jurisprudencia, siempre será necesario expresar cómo y dónde se ha de localizar, para mejor proveer la aplicación de ésta.

Por lo que respecta al artículo 220 favorece la creación de una Jurisprudencia pero podemos hablar de una falta de análisis y de estudio para que se constituya tal, se resta importancia a los criterios de otros Magistrados de la SCJN dando lugar a una mayor incertidumbre sobre el caso concreto que de haber 5 criterios que confirmarán y avalarán se reduce tan solo a 3 que podrían ser erróneos o desviados de práctica jurídica, que actualmente son reforzados por dos criterios más que le dan a la jurisprudencia, mayor credibilidad jurídica ante las partes que sustentan una controversia al respecto, si se limita solo a 3 criterios se reduce la importancia de la jurisprudencia.

Por lo que corresponde al artículo 221 nos habla de un cambio radical en el criterio sustentado en tres sentencias las cuales se resolverán en diferentes sesiones para así obtener la jurisprudencia por reiteración con la mayoría absoluta de los ministros.

Creemos que es muy poco tiempo para llegar a tener una Jurisprudencia la cual pensamos que se requiere de un estudio basto y profundo para llegar a tener un buen documento para cualquier proceso.

A lo anterior, estimamos que se pretende a toda costa crear “Jurisprudencia” lo antes posible ya que de concretizarse el proyecto y atento a lo que señala el artículo cuarto transitorio nos quedaríamos sin la mayoría de la “Jurisprudencia” vigente, lo cual sería muy grave.

El artículo 223, podría ser redactado de forma más clara ya que si bien es cierto pretende hablar de la sustitución de la Jurisprudencia deberá someterse a la decisión de la SCJN atendiéndolo el pleno y las salas según sea el caso y de acuerdo al criterio de reiteración y contradicción de tesis.

En el numeral 224 se da otro presupuesto por el cual se interrumpa o se constituya una nueva Jurisprudencia rompiendo para ello la estructura original de creación e interpretación de una Jurisprudencia, dejando al arbitrio de los órganos que tienen facultad para interrumpir o crear una Jurisprudencia.

Por lo que estimamos que este artículo debe ser eliminado del proyecto final ya que esta situación puede crear más confusión dentro de la Institución de la Jurisprudencia.

El artículo 225 definitivamente complica más la situación y creación de la Jurisprudencia ya que en base a los acuerdos generales que dicta la Corte, los Colegiados podrán remitir de nueva cuenta los asuntos a la Corte que ésta califique si es posible la interrupción o substitución de la Jurisprudencia, en fin se dan una serie de facultades inusitadas a la Corte para que ésta pueda a su arbitrio manejar en forma por demás arbitraria la Jurisprudencia.

Por lo que respecta al artículo 226 no merece comentario alguno y se debe suprimir, ya que es bien conocido que para la creación de la Jurisprudencia se requiere de una votación para que pueda nacer y aplicarse.

A lo anterior consideramos correcto que para la creación de la Jurisprudencia por los Tribunales Colegiados de Circuito, se observen los requisitos contemplados en el capítulo II del presente proyecto.

En el artículo 227 se elabora una reglamentación de la Jurisprudencia por contradicción de tesis, pues se establece que a los órganos les compete realizar tesis y una solución para evitar precisamente una contradicción entre las Salas o entre los Tribunales.

El artículo 228 determina de manera correcta en su primer párrafo de qué manera y cuál será la jerarquía para conocer de las contradicciones de tesis que se presenten.

En primer término nos dice que en contradicciones que se presenten entre las salas, quien conocerá de ésta contradicción será el pleno de la SCJN, lo cual nos parece correcto toda vez que el pleno es el órgano rector de la SCJN y en este caso es quien debe conocer ya que si fuera solamente una de las salas tomaría partido a favor de las tesis que la misma pronunció.

En segundo término nos habla de que en caso de que exista una contradicción de los Tribunales Colegiados de Circuito, las salas y el pleno podrán conocer de esto según la materia, y eso es acertado, ya que de intervenir cualquiera de las dos, no se tendría ningún otro interés sino más que resolver e interpretar la ley de una mejor manera.

En los artículos 229 y 230 se debe mencionar quiénes están facultados para tramitar la contradicción de tesis.

Se debe aclarar o mencionar el término en que se hará la notificación de la que se habla, también hay que mencionar quién o cuáles son los órganos jurisdiccionales.

En estos artículos se dejan varias lagunas y en un futuro éstas pueden traer muchos problemas por lo que proponemos sean más detallados sin ser un diccionario jurídico.

Desde nuestro punto de vista el artículo 231 no se encuentra bien regulado ya que el proyecto contempla la sustitución de la Jurisprudencia se observarán las mismas reglas establecidas para su formación. La Jurisprudencia se formará por las Salas, por el Pleno o los Tribunales Colegiados de Circuito. 

ARTICULOS TRANSITORIOS

Cuarto. Están anexando 34 artículos y se están modificando 216, esto nos habla de un cambio casi absoluto en este cuerpo legal en consecuencia parte importante de la jurisprudencia existente quedaría absoluta y plenamente inexistente, lo anterior en virtud que las jurisprudencias fueron determinadas a un precepto legal determinado.

En este orden de ideas el trabajo formulado durante años, a favor de subsanar y aclarar lagunas de la ley en la intención de garantizar una verdadera y pronta justicia se deja sin efectos, dificultando la aplicación de la ley, dejando en estado de indefensión y violando los artículos 17 y 94 constitucionales. 

Quinto. En este artículo transitorio se establece que el tipo de jurisprudencia por reiteración de criterios estará vigilado por un sistema que la ley va a regular para llevar a cabo su creación, de no tomarse en cuenta las resoluciones anteriores, habría retroactividad, pero puede ser que las resoluciones dictadas con anterioridad sean favorables o en cierta manera más equitativas que una resolución emitida bajo la vigencia de la nueva Ley de Amparo, de lo anterior lo único que se está haciendo es que se ésta eliminado o dando por terminada parte de la jurisprudencia anterior. 

Sexto. No es posible que la interpretación se le ha dado a la ley a lo largo de las distintas épocas, se declare sin materia por no estar de acuerdo a la forma de pensar de un Ministro, no hay que olvidar que la jurisprudencia es superior a un Ministro.

La jurisprudencia debe quedarse ya que nos da a los gobernados seguridad jurídica y los Ministro cambian, no podemos dejar a una Institución como lo es la jurisprudencia a las diversas cambiantes formas de analizar a ley suprema de un Ministro sin que haya la certeza de que el siguiente no va a cambiar de parecer sobre dicha interpretación. 

Independientemente de todo lo anterior consideramos que de llegarse a concretizar este proyecto como está quedarían sin efecto la mayoría de las jurisprudencias vigentes, esto atento al artículo cuarto transitorio del multicitado proyecto de ley. 

Amen de la adecuación o abrogación de otros reglamentos diversos y acuerdos generales del pleno de la Corte paralelos a la jurisprudencia como son:

· Reglamento de la Coordinación General de Compilación y Sistematización de Tesis 25 de Noviembre de 1996.

· Acuerdo No. 5/1996 18 de Noviembre. Relativo a las reglas para la elaboración, envío y publicación de la tesis que emiten los órganos del Poder Judicial de la Federación. 

· Acuerdo del Tribunal en Pleno del día 19 de Junio de 1995 (10 junio 1995) DOF 21 de Junio de 1995 relativo a la determinación de las bases de la novena época del Semanario Judicial de la Federación. 

· Acuerdo 2/1996 del pleno de la SCJN Junio de 1996 por el que se crea el comité de Compilación Sistematización y Publicación de Tesis Ejecutorias.

· Acuerdo relativo a las reglas para la elaboración envío y publicación de la tesis relevantes y de jurisprudencia que emiten las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial DOF 24 septiembre de 1996.

· Semanario Judicial de la Federación Epocas 1996.

· Manual del manejo del Semanario Judicial de la Federación. 

Por todo lo anterior  le solicitamos muy atentamente se tomen en consideración estos breves comentarios ya que esto daría plena vigencia a una fuente formal de nuestro Derecho Positivo Mexicano como es la gran institución de la Jurisprudencia. 

Agradeciéndole de antemano su atención, si para ello no existe inconveniente su puntual contestación a estos breves comentarios.  

ATENTAMENTE.

Lic. Carlos Mario Durán Cuevas

Profesor del Departamento de Derecho

De la Universidad Intercontinental.

Así como los alumnos del grupo 92 de la asignatura de Jurisprudencia de la misma Institución Superior de Estudios.
COMENTARIOS RELACIONADOS CON EL CAPITULO DENOMINADO "MEDIOS DE IMPUGNACIÓN" DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

PONENCIA QUE PRESENTA EL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE GUANAJUATO AL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS CONVOCADO POR EL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN.

a) La doctrina procesal reconoce uniformemente la diferencia que existe entre los medios de impugnación y los recursos, señalando que los primeros constituyen el GENERO y los segundos la ESPECIE, e indicando que los fines susceptibles de alcanzarse con los medios de impugnación, no son sólo la modificación o la revocación de una resolución, sino que también tienen como finalidad corregir, anular o superar omisiones. Los medios de impugnación también son diferentes a los recursos en cuanto a que éstos últimos sólo se utilizan para combatir resoluciones, en tanto que a través de aquéllos también se pueden combatir otros actos procesales e incluso omisiones que no son propiamente actos procesales.

El capítulo XI del Proyecto de Ley de Amparo que aquí se comenta, tiene como título: MEDIOS DE IMPUGNACION, pero del contenido íntegro de ese capítulo, se advierte que sólo se alude a los recursos, entre los que se regulan, el de revisión, el de queja y el de reclamación. 

Aprovechando que el capítulo de mérito ha sido denominado MEDIOS DE IMPUGNACION, se estima prudente agregar un apartado específico que se refiera a la ACLARACION DE SENTENCIA, pues si bien es cierto que la naturaleza jurídica de dicho procedimiento no puede ser equiparada a los recursos, no es menos veraz que la citada aclaración puede ser considerada como un medio impugnativo, ya que a través de él se pretende corregir la ambigüedad, contradicción u oscuridad en que pueda incurrirse al momento de pronunciarse una sentencia. 

Este medio impugnativo no resulta superfluo aún tomando en cuenta que las resoluciones provengan de juristas escrupulosamente seleccionados por su preparación, responsabilidad y eficiencia, ya que hay muchos factores que pueden traer como resultado la falta de claridad de una sentencia de amparo. (Se anexan como ejemplo la fotocopia de tres resoluciones evidentemente obscuras, en cuya reproducción se han suprimido los datos que identifican al Tribunal que las pronunció, ya que la finalidad de estos comentarios no es formular críticas, sino proponer soluciones jurídicas a situaciones que materialmente pueden presentarse, a pesar de todos los esfuerzos que se hagan por no incurrir en ellos). 

Mientras el castellano sea un idioma que permita designar una sola cosa con muchos nombres y autorice a designar varias cosas diferentes con una misma expresión, estaremos obligados a aclarar muchas expresiones que se emiten con un significado y pueden ser interpretadas en otros diversos. 

Estas sencillas reflexiones justifican la primer propuesta de esta ponencia, a fin de que en el capítulo de MEDIOS DE IMPUGNACION, se incluya un apartado específico para la ACLARACIÓN DE SENTENCIA, pues aún cuando actualmente este medio impugnativo se encuentra contemplado en el Código Federal de Procedimientos Civiles y pudiera considerarse de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, lo cierto es que hasta ahora no siempre se ha entendido así, amén de que por otra parte es mejor que la propia Ley sea suficientemente CLARA respecto a la postura que en ella se asuma en lo que atañe a la ACLARACIÓN DE SENTENCIA.

b) En relación con los tres recursos que se contemplan y regulan en el proyecto examinado, se considera que para determinar los casos en que cada uno de ellos procede, basta con señalar con toda precisión cuáles son las resoluciones impugnables a través de la REVISION y de la RECLAMACION, señalando por exclusión que lo que no sea materia de ellas, será objeto de la QUEJA, tal como ya se indica en la procedencia genérica de la queja en relación con el amparo indirecto a que se alude en el inciso a) del artículo 95 del proyecto, precepto que adicionado con lo que deba de agregarse, será suficiente para establecer la procedencia de la queja en el amparo directo, incluyendo la tramitación del juicio, y las decisiones que se asumen por la autoridad responsable, tanto al proveer sobre la suspensión, como al cumplir con la ejecutoria en donde se conceda el amparo.

Al señalar la procedencia del recurso de queja por exclusión de los otros dos recursos, se propicia la aplicación de una operación lógica fincada en el principio del tercer excluido y se supera el riesgo que se corre cuando se hace una enumeración casuística en la que puede dejar de incluirse alguna resolución que justifique la procedencia del citado recurso.

La propuesta específica que al respecto se formula, consiste en que se señale la procedencia del recurso de QUEJA en contra de las resoluciones que no admitan expresamente el recurso de REVISION o el de RECLAMACION y que por su naturaleza trascendental y grave, puedan causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva.

c) En relación con los PLAZOS señalados en el proyecto para la interposición del recurso de QUEJA, se advierte que en el párrafo segundo del artículo 96 del proyecto, se ha limitado exageradamente el que se otorga cuando se impugna la decisión relativa a la suspensión de oficio o provisional, pues mientras el plazo genérico para el citado recurso es de CINCO DIAS, el específico para el caso examinado, es únicamente el de VEINTICUATRO HORAS.

En realidad el proveído que se pronuncia en relación con la suspensión de oficio o la provisional, es de importancia tal que en lugar de restringirse el plazo, debiera de ampliarse, o por lo menos, otorgarse para ese fin un lapso semejante al plazo genérico, pues entre más importante es una decisión o una omisión, mayores oportunidades de impugnación deben otorgarse a las partes.

Los casos en los que procede la suspensión de oficio son tan importantes, que la decisión susceptible de asumirse no requiere de solicitud alguna y de ser así, no debe limitarse el plazo para su interposición, pues además de que se reduce considerablemente ese plazo en relación con la regla genérica, se indica que éste debe contarse en horas, no en días, lo cual también puede influir en la forma de realizar el cómputo correspondiente.

Con base en las anteriores consideraciones, se estima que no debe reducirse el plazo que se concede para la interposición del recurso de queja cuando se trate de suspensión de oficio o provisional.

d).- El artículo 105 del proyecto examinado, establece que cuando un recurso de RECLAMACIÓN se declara fundado, se "deja sin efecto la "resolución recurrida y obliga al presidente que la hubiere emitido a dictar otra". 

La parte final de la anterior transcripción implica un REENVIO en el recurso de RECLAMACION, pues en lugar de que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, el de una de sus Salas o el de los Tribunales Colegiados de Circuito asuma la nueva decisión que sustituya a la que se dejó sin efecto, el Presidente que emitió la resolución impugnada debe pronunciar otra. 

Esta forma de proceder es contraria a la fluidez procesal que constituye siempre un ideal en cualquier procedimiento, y se opone al principio que se aplica en los demás recursos, pues tanto en el de REVISION como en el de QUEJA, el órgano jurisdiccional que conoce de esos medios impugnativos dicta la resolución que corresponde, sin necesidad de reenvío. (Así se establece implícitamente en las normas que regulan la revisión y expresamente en el artículo 101 del proyecto que se refiere al recurso de queja).

Cabe agregar que conforme al criterio general de la doctrina, los recursos son medios impugnativos de sustitución, esto es, que el órgano que conoce del recurso no sólo tiene facultades para anular o dejar sin efecto la resolución impugnada, sino que también tiene la potestad-obligación de emitir la resolución que sustituya a aquélla que se deja sin efecto, lo cual por otra parte se traduce en una mayor fluidez cuando se hace innecesario que el órgano que emite la resolución impugnada, vuelva a pronunciar otra cuando se declare procedente el recurso. 

Por economía procesal; por las características que técnicamente corresponden a los recursos y por fluidez procesal, se considera que el artículo 105 del proyecto debe seguir el sistema señalado en el artículo 101 del mismo, a fin de que el órgano jurisdiccional que conozca del recurso de reclamación, dicte la resolución que corresponde sin necesidad de REENVIO. 

e).- A propósito de recursos y a fin de atemperar el agobiante centralismo judicial que prevalece en nuestro país, se estima pertinente formular un pronunciamiento para la creación del recurso de nulidad que deba ser conocido y resuelto por las CORTES ESTATALES DE CASACION a fin de que los órganos jurisdiccionales de cada estado emitan la última palabra sobre cuestiones de legalidad, dejando al PODER JUDICIAL FEDERAL los aspectos relacionados con la CONSTITUCIONALIDAD. 

C O N C L U S I O N E S

a) Es conveniente agregar al capítulo XI del Proyecto de Ley de Amparo, un apartado especial sobre ACLARACIÓN DE SENTENCIA.

b) Para establecer la procedencia de los tres recursos regulados en el Proyecto de Ley de Amparo, basta con precisar los casos específicos en los que procede la REVISION y la RECLAMACION, y establecer por exclusión la procedencia del recurso de QUEJA.

c) No se considera conveniente reducir el plazo que se otorga para la interposición de la QUEJA cuando se trata de suspensión de oficio o provisional, pues la importancia de estas decisiones amerita que se facilite la interposición de tal recurso otorgándose un plazo igual al que se establece en forma genérica en el primer párrafo del artículo 96 del proyecto.

d) Por economía, por técnica procesal y por fluidez, no debe existir REENVIO cuando se declare fundada la RECLAMACION.

e) A fin de atemperar la excesiva centralización judicial que impera en nuestro país, deben crearse CORTES ESTATALES DE CASACION que en el ámbito estadual emitan la última palabra respecto a cuestiones de LEGALIDAD, reservando para el PODER JUDICIAL FEDERAL las cuestiones de CONSTITUCIONALIDAD.

GUANAJUATO, GUANAJUATO, OCTUBRE DEL 2000.

LICENCIADO CARLOS MARIO TELLEZ GUZMAN

MAGISTRADO DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE GUANAJUATO
ACCESO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE

AL RECURSO DE REVISION EN CUESTIONES

JURISDICCIONALES

Como ocurre con otros conceptos, el de “parte” no resulta privativo de la ciencia procesal, por lo que una noción genérica del mismo hace referencia a “algunos de los elementos de un todo” como lo sostuviera CIPRIANO GOMEZ LARA en su obra denominada “Teoría General del Proceso”, Textos Universitarios, Primera Edición, México, 1974, Página 197; sin embargo, el concepto en cuestión, específicamente referido al campo del derecho en general, alude a los sujetos que pueden ser titulares de un derecho o de una obligación, bien sea como consecuencia de un contrato, de un acto jurídico o por disposición de la Ley.

La vigente Ley de Amparo, en su artículo 5°, Fracción II, reconoce el carácter de parte a la Autoridad Responsable, por lo que como tal, jurídicamente debe ser merecedora de todas las prerrogativas y derechos que reconoce tal ordenamiento.

Así, en el artículo 87 de la citada Ley Reglamentaria, se establece:

“Las Autoridades Responsables sólo podrán interponer recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente al acto que de cada una de ellas se haya reclamado; pero tratándose de amparos contra Leyes, los titulares de los Organos de Estado a los que se encomiende su promulgación, o quienes lo representen en los términos de este Ley, podrán interponer, en todo caso, tal recurso.

Se observará lo dispuesto en el párrafo anterior en cuanto fuere aplicable, respecto de la demás resoluciones que admitan recurso de revisión.”.

Como puede advertirse en dicho dispositivo, la única limitante que impuso el Legislador a la Autoridad Responsable en cuanto al empleo del recurso de revisión, fue el que se afectara directamente el acto que de ella se hubiere reclamado en amparo.

Los principios fundamentales de la hermenéutica jurídica establecen que cuando una expresión escrita es clara, debemos estarnos al sentido literal de sus palabras; de ahí que consideremos que el precepto de referencia, en estricto sentido, no admite interpretación alguna de la que pudiera derivarse la imposibilidad de que la Autoridad Jurisdiccional Responsable interponga el recurso de revisión en aquellos casos en los que el acto reclamado emane de un procedimiento contencioso, pues si el autor de la Ley lo hubiera querido así, lo habría consignado expresamente, y sobre todo, no le habría otorgado la calidad de parte en el Juicio de Amparo.

Por eso pensamos que la postura que se cuestiona implica un contrasentido jurídico, pues mientras reconoce el carácter de parte a las Autoridades Responsables, por otro lado, entratándose de procesos judiciales contenciosos, impide que estas hagan uso de uno de sus derechos fundamentales, como lo es impugnar a través de los medios ordinarios de defensa.

En el manual del Juicio de Amparo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena reimpresión, Febrero de 1998, Páginas 153 y 154, al comentarse el artículo 87 de la Ley de Amparo, se precisa:

“... Por otra parte, las Autoridades Responsables de carácter jurisdiccional, que hayan emitido su resolución en un procedimiento contencioso, no están en aptitud de recurrir, validamente, la sentencia que ampare contra tal resolución, pues carecen de interés jurídico al respecto. Como Juzgadoras que son, deben proceder con absoluta imparcialidad y no empeñarse en sacar avante el criterio sustentado por ellas en dicha resolución..., en el caso del amparo promovido en contra de resoluciones pronunciadas por autoridades jurisdiccionales el conflicto de intereses se da entre quien ejerce la acción (actor) y aquel en contra de quien la acción es ejercitada (demandado), por lo que la autoridad juzgadora, cuya función debe concretarse al ejercicio de su jurisdicción, actividad en la que es indispensable una constante actitud de imparcialidad, ningún interés debe tener en que subsiste la resolución por ella pronunciada...” .

No compartimos la postura anterior, sustentada  por nuestro máximo Tribunal en el País, en cuanto a que la Autoridad Responsable carezca de interés jurídico, dado que legalmente su carácter de parte, le legitima a sostener la constitucionalidad de aquello que resolvió, como incluso debe hacerlo al rendir sus informes justificados, como se advierte en los artículos 149 y 169 de la Ley de Amparo. De ahí, que no le resulte exigible que posea el interés jurídico de la materia procesal, basado en la necesidad de acudir ante los Tribunales en ejercicio de un derecho o en defensa del mismo, ni que tampoco pueda calificarse de parcial su deseo impugnativo de una resolución de amparo, porque entonces, ya el sólo hecho de que acoja en un fallo la postura de una de las partes, implicaría una transgresión al citado principio. Por ende, debe considerarse que tiene la potestad de pretender, como antes se dijo, la defensa de la constitucionalidad de su acto, lo que desde luego, no implica rompimiento al equilibrio procesal.

En razón de lo antes expuesto, la postura de esta ponencia es la de que no es factible la interpretación del artículo 87 de la Ley de Amparo en lo términos en que lo han venido sosteniendo las Autoridades Judiciales Federales.

El Proyecto de Nueva Ley de Amparo patentiza aun más la cuestión que se critica, porque en su artículo 85, dispone:

“Las autoridades responsables sólo podrán interponer el recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente el acto reclamado de cada una de ellas... Tratándose de actos Jurisdiccionales o de procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, sólo podrán interponerlo quienes tengan el carácter de parte en el juicio o procedimiento del que deriva la resolución o el acto reclamado”.
Como puede verse en el proyecto referido, ahora sí se inserta lo que antes no dijo la vigente Ley de Amparo, lo que avala nuestra posición en el sentido de que la interpretación jurisprudencial que se hace del artículo 87 de ésta última, no es jurídicamente factible; dado que rebasa evidentemente el espíritu del Legislador.

Cuando la labor exegética supera la intención original del autor de la Ley se convierte en una indebida actividad de orden legislativo.

En respaldo de lo expresado citaremos lo que el connotado constitucionalista IGNACIO BURGOA ORIGUELA, ha expresado en su obra denominada “El Juicio de Amparo”, Vigésima Primera Edición, Página 341 y 594:

“... En nuestra opinión, no asiste razón al maestro Noriega, ya que la autoridad responsable sí ostenta en el amparo la calidad de verdadera contraparte del quejoso. En la controversia constitucional este como pretensión (sic) que la Justicia Federal le otorgue su protección mediante la declaración de que los actos reclamados (lato sensu) violan la Constitución en su detrimento... La Autoridad Responsable, por lo contrario, pugna por la declaración judicial de que sus actos no son violatorios de la Constitución y porque, consiguientemente, tales actos no se invalidan ni destruyen, los efectos o las consecuencias que hayan producido. En esta propugnación estriba la pretensión de que la Autoridad Responsable, como se ve, es diametralmente opuesta a la del quejoso o agraviado, implicando una auténtica contraprestación. Tampoco es cierto, a nuestro entender, que el quejoso no demande el cumplimiento de ninguna obligación a la autoridad responsable, ya que precisamente la pretensión de que se le conceda el amparo involucra las obligaciones de hacer previstas en el artículo 80 de nuestra Ley... Conforme a la Tesis Jurisprudencial invocada, la revisión puede interponerse por cualquiera de la partes a que se refiere el artículo 5° de la Ley de Amparo y que en otra ocasión comentamos...”.

Seguramente estas ideas prevalecieron en la mente del Legislador, para reconocer la calidad de parte a la Autoridad Responsable y concederle el derecho de interponer el recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente el acto que de ellas se haya reclamado, por lo que, reiteramos, su interés jurídico no es similar al del quejoso o tercero perjudicado, ya que sustenta en la legítima pretensión de que aquél acto que estima legal, no sea considerado contrario a la Constitución, argumentos que valen tanto para el artículo 87 de la Ley de Amparo en vigor, como para el segundo párrafo del artículo 85 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo

Creemos que la restricción de que se viene hablando, en cuanto a limitar la posibilidad de interposición del recurso de revisión, sólo a las partes del Juicio o proceso del que emana la resolución o acto reclamado, es producto del grave centralismo judicial que padece nuestro País, que monopoliza a favor del Poder Judicial de la Federación la decisión final de todos los negocios competencia de los Tribunales del orden común, que indudablemente transgrede los siguientes preceptos de la Constitución Política Federal:

Artículo 39.- “La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene, en todo tiempo, el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno.”.

Artículo 40.- “Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una república representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libre y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una Federación establecida según los principios de esta ley fundamental.”.

Artículo 41.- “El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en lo términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal...”.
Se sostiene lo anterior, en virtud de que un auténtico federalismo judicial implicaría la facultad de que los Poderes Judiciales Locales impartieran justicia en asuntos del orden común hasta su última instancia, y que esto lo hicieran de acuerdo con su propia interpretación de los diferentes textos legales aplicables.

De otra manera, tal como sucede con el artículo 87 de la Ley de Amparo en vigor, los Tribunales Estatales se ven sometidos a la imposición de criterios jurídicos e interpretaciones de la Ley que no comparten, lo que constituye una intromisión en la soberanía de los Estado. El Poder Judicial Federal no debe intervenir en los procesos correspondientes, pues su objetivo legal es el control de la Constitucionalidad, además de la atención de los asuntos federales.

En estos términos se han pronunciado en muy diversas ocasiones los Poderes Judiciales del fuero común de la República, sin respuesta positiva aun; sin embargo, estimamos que este es un momento adecuado para corregir esa grave irregularidad, que representa una incongruencia de nuestro sistema legal.

Como conclusión proponemos:

1.- Que el control de la legalidad sea actividad exclusiva de los Tribunales Estatales.

2.- Que los Tribunales Federales sólo conozcan de violaciones directas a la Constitución.

3.- Que los Tribunales de los Estados resuelvan hasta su última instancia los asuntos de su competencia, sin ingerencia de los órganos jurisdiccionales de la federación.

4.- Que si se creyere necesario, se establecieran cortes Estatales que conozcan de las violaciones indirectas a nuestra Carta Magna.

5.- Que si todo lo anterior no fuere posible, se asuma un nueva interpretación del artículo 87 de la Ley de Amparo, que permita a la Autoridad Responsable hacer valer el recurso de revisión, como un derecho legítimo, o bien, que en el Proyecto de Nueva Ley de Amparo se suprima el párrafo segundo del artículo 85 que impide su ejercicio. Si esto no fuere factible, entonces, deberá promoverse la reforma del artículo 5° de la citada Ley Reglamentaria o bien modificarse el artículo 4° del Proyecto, a efecto de suprimir el postulado en el sentido de que “la Autoridad Responsable es parte en el Juicio de Garantías”.

PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO

GUANAJUATO, GUANAJUATO, 27 DE OCTUBRE DE 2000

MAGISTRADO: LIC. HECTOR MANUEL RAMIREZ SANCHEZ

Campeche, noviembre de 2000.

LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD DE AMPARAR CONTRA LEYES DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA DE LOS ESTADOS COMO CONSECUENCIA DEL CONFLICTO ENTRE CENTRALISTAS Y FEDERALISTAS.

PONENCIA PRESENTADA POR EMILIO DEL RIO PACHECO, ASESOR DEL CONGRESO DEL ESTADO DE CAMPECHE, EN EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS ORGANIZADO POR LA SCJN.

Sumario: 1. Introducción. 2. El amparo en sus orígenes. 3. Los conflictos entre centralistas y federalistas. 4. El pensamiento conservador. 5. La Constitución y el amparo. La necesidad de revisar nuestro diseño Constitucional 6. La perdida de la capacidad de amparar de los Tribunales de los Estados (A modo de conclusión).

1. INTRODUCCIÓN.

No ha dado la ciencia jurídica un instrumento más grande de protección de los derechos de los ciudadanos que el amparo. El sistema jurídico mexicano ha encontrado en este juicio, como lo concibiera originalmente Rejón, el pilar fundamental de su grandeza y del respeto internacional.

Por esta misma razón, los juristas no podemos sino entregarnos fervorosos a su estudio y actualización y buscar incansablemente en esto el consolidar el Estado de Derecho, como uno de los retos más importantes de las democracias modernas. En virtud de ello, este trabajo busca, modestamente, tratar de fortalecer los principios que lo orientan y que establecen las directrices del sistema de justicia que debe regir en todo tipo de Estado.
Sobre esta base, en este estudio intentare desentrañar el momento histórico en el que los Estados de la República perdimos la oportunidad de sublimar la función jurisdiccional de administrar la justicia a través de la capacidad de amparar a nuestros ciudadanos respecto de la inconstitucionalidad de leyes, como rezaba la Constitución Yucateca de 1841.

Para arribar a las conclusiones que sugiera la presente investigación, este trabajo esta estructurado en seis partes: El amparo en sus orígenes; Los conflictos entre centralistas y federalistas; El pensamiento conservador; La Constitución y el amparo. La necesidad de revisar nuestro diseño constitucional; y, La perdida de la capacidad de amparar de los Tribunales de los Estados.

A mi juicio, esta perdida irreparable para los estados y para sus ciudadanos se debió a un conflicto entre centralistas y federalistas, conflicto en el que en un principio se encontraron atrapados histórica e ideológicamente juristas de la talla de Rejón, Otero, Vallarta y Juárez.  Sobre esto Jaime Del Río
 reseña claramente, al referirse a la reforma judicial mexicana, que este error histórico tiene su origen en 1869 cuando “...se gesta una interpretación a favor de la competencia de la Suprema Corte respecto de las sentencias judiciales de la Corte y de los Tribunales Superiores de Justicia, primero por violaciones constitucionales directas y más tarde en la aplicación exacta de las disposiciones legislativas ordinarias.”

Lamentablemente este conflicto jurídico político de la historia de México no se ha estudiado a fondo; no obstante, puede ser en este momento donde se encuentre la razón fundamental de tan lamentable error histórico y jurídico; empero, nuestra obligación, misma que hoy construimos aquí, no es vivir en el error sin enmendarlo para bien de la justicia y de los ciudadanos.

Por otra parte, no podemos perder de vista que la tendencia actual, en todo el mundo pero principalmente en México, es la de impulsar una renovación del pacto federal para lograr el equilibrio entre las competencias Federales y Locales, de tal suerte que los Estados sean verdaderamente soberanos y no pajes de la Federación, principalmente en lo tocante a la administración de justicia; así mismo, es primordial fortalecer el régimen interior de los Estados y el cambio de las circunstancias a que obedeció la centralización de la justicia en México.

Estos son algunos factores que hacen viable la creación de las Cortes de Justicia de los Estados, para conocer de los negocios en materia común que ahora competen a los Tribunales Colegiados de Circuito y Juzgados de Distrito como lo han expresado algunos destacados presidentes de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados; tal es el caso del Dr. Víctor M. Collí Borges
, Presidente del Honorable Tribunal Superior de Justicia del Estado de Campeche y del Lic. Pablo Zapata Subyaga
, Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Chihuahua.

Finalmente, si la reforma constitucional de 1987 se hizo con el propósito de que la, cito textualmente, “...la Suprema Corte de Justicia se dedique fundamentalmente a la interpretación definitiva de la Constitución, como debe corresponder al más Alto Tribunal del país;” Fin de la cita. Por ello, ¿Qué razón hay para que los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados no puedan, en el mismo sentido que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, interpretar y velar la constitucionalidad de las leyes de sus Estados?

2. EL AMPARO EN SUS ORÍGENES.

El origen del Amparo como sistema protector constitucional, lo sabemos todos, está en el proyecto de la Constitución Yucateca de 1841 que presentaran D. Darío C. Pérez y Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, no en vano, éste último es quién recibe el nombre del “Padre del Amparo”
, que, sin lugar a dudas, es uno de los más grandes aportes en materia de Derecho Constitucional de toda la historia de la ciencia jurídica.

Rejón, al establecer el Amparo en la Constitución Yucateca del 41, no pretendió crear un recurso, como ahora se concibe, sino un juicio que sirviera de mecanismo controlador o conservador del régimen Constitucional y que fuera ejercido por la Corte Suprema de Justicia
 del Estado de Yucatán
.

Claro está, el sistema propuesto por Rejón en la Constitución Yucateca pretendía el establecimiento de un mecanismo que sirviera a su vez de protección para los ciudadanos y de control del poder.

Este mecanismo no ambicionaban más que acercar el ideal de justicia pronta y expedita, esto queda de manifiesto en el artículo 63 del proyecto de Constitución Yucateca que redactara Rejón y que establecía en el artículo 63 los siguiente:

“Art. 63. ...los jueces de primera instancia ampararán en el goce los derechos garantizados por el artículo anterior, a los que le pidan su protección contra cualesquiera funcionarios que no correspondan al orden judicial decidiendo breve y sumariamente las cuestiones que se susciten sobre los asuntos indicados.”

Sin embargo, lo que nos interesa evidenciar en este trabajo no es si el espíritu que inspiró a Rejón fue el de la inmediatez sino que en su conceptualización primigenia el Tribunal yucateco se instituyó con la calidad de órgano de Constitucionalidad, calidad que después fue arrebatada a los Estados bajo diversos argumentos que nunca fueron cuestionados sino hasta ahora.

En principio, este hecho se me antoja un poco irónico, es decir, hace más de cien años el amparo se concibió como una facultad de los Estados, sobre la base de que éstos estarían en mejores condiciones de materializar con mayor certidumbre el principio de prontitud de la justicia, y, ahora, cuando el federalismo no es más un fantasma de la secesión, la federación se niega a restituir la calidad de verdaderos tribunales de constitucionalidad a los poderes judiciales de las entidades federativas negando con ello, también, su mayoría de edad y estableciendo un dique que sólo devalúa la justicia de los Estados. Este, en definitiva, es un discurso inaceptable a estas alturas de la historia.

Por lo mismo, se requiere soluciones que se ajusten más al modelo cultural mexicano que responde más a un modelo de regiones o de un autentico federalismo, en donde los Tribunales Superiores de Justicia juegan un papel preeminente, que a un modelo estandarizado que empobrece y devalúa la rica cultura mexicana, misma que generó el amparo de Rejón y el Reclamo de Otero.

3. LOS CONFLICTOS ENTRE CENTRALISTAS Y FEDERALISTAS.

De todo este esfuerzo académico, probablemente, este inciso es el más importante, dentro de los que aquí se exponen, para probar el hecho de que es en este momento histórico cuando México pierde la oportunidad de convertirse en un verdadero país federado; sin embargo, sucumbe al centralismo y con ello enormes oportunidades se alejan del horizonte político mexicano.

Alfonso Noriega
 dice, en su ensayo sobre el Conservadurismo Mexicano, que en México se acostumbra con una facilidad pasmosa, colgarle a todo aquel que expone sus ideas en público una etiqueta que lo define y clasifica para siempre. De esta manera, nos encontramos, a lo largo de nuestra historia, toda una galería de personajes mayores y menores que, sin discusión posible, son liberales, o progresistas;  conservadores o reaccionarios; y, finalmente, centralistas o federalistas.

Esta actitud nos ha marcado incluso en las instituciones, independientemente del daño tan grave que hemos sufrido como consecuencia de este conflicto eterno entre centralistas y federalistas; un conflicto que en a pesar de que no fue estricto sensu ciertamente largo
, escasamente 36 años, marco definitiva y definitoriamente el futuro de México y del sistema judicial mexicano.

Durante esta lucha, surgieron a escena hombres de la talla de Rejón, José del Valle, Lorenzo Zavala, José María Bocanegra, Fray Servando Teresa de Mier y de Mariano Otero, sin embargo, autores como Noriega
 encienden más aún la hoguera de pasiones que significa el conflicto entre centralistas y federalistas al declarar a Otero como uno de los más preclaros pensadores del conservadurismo mexicano y, a propósito del tema, padre del amparo en clara contraposición a aquellos que dan a Rejón esta categoría; empero, Rejón y Otero no tienen conflictos ideológicos sobre el tema del amparo o el reclamo y su viabilidad estatal, son, en realidad, piezas del verdadero conflicto, el conflicto entre liberales y católicos
.

La sombra histórica que se cierne sobre el fenómeno liberal es lo que ha provocado que la discusión sobre el hecho de que sea el conflicto entre centralistas y federalistas la génesis de la perdida de estatura de los Tribunales locales se convierta más en un problema semántico que en problema de fondo; si concedemos un mínimo de razón a este planteamiento es menester aclarar qué se entiende por uno y por otro, es menester, también, aclarar si tenemos verdaderamente claro lo que entendemos por federalismo
 y por centralismo
 y cual su conflicto; empero ese sería tema de otra disertación posterior.

En este sentido, el problema de limitar a los tribunales de esta facultad se basa en argumento de que el gobierno mexicano, con el ánimo de mantener la integridad de sus territorios, tiene la intensión de proteger la unidad de la Nación y evitar la sanción de aquellas leyes que violen los derechos del hombre
, esta última parte es la que nos interesa destacar porque no podemos perder de vista que es la Constitución de 1824 la que otorgaba la categoría de órgano de constitucionalidad a cualquiera de las Cámaras, de diputados o de senadores, a través del artículo 38 y que a la letra decía:

Art. 38. Cualquiera de las dos cámaras podrá conocer en calidad de gran jurado sobre las acusaciones:

IV. De los gobernadores de los Estados, por infracciones de la constitución federal, leyes de la Unión u ordenes de la federación, que no sean manifiestamente contrarias a la constitución y leyes generales de la Unión, y también por la publicación de leyes y decretos de las legislaturas de sus respectivos Estados contrarias a la misma constitución y leyes.

En un principio, este conflicto entre centralistas y federalistas tuvo su momento más álgido cuando se cuestionó sobre si cuando se presentara este conflicto de constitucionalidad de leyes se seguiría el modelo español o el modelo americano; en el primer caso, el Congreso General estaba facultado para dictar todas las leyes y decretos a fin de hacer efectiva la responsabilidad de quienes quebrantarán la Constitución
; en el segundo caso, se confería a la Suprema Corte de Justicia la facultad de conocer de las infracciones de la Constitución y leyes generales, según se previniera en la ley
.

En la practica el sistema que se utilizó fue el primero ya que como señala Manuel Dublán
 la Corte Suprema nunca conoció de la inconstitucionalidad de leyes y si, en cambio, el Congreso General, entre los años 1828 y 1830, declaró inconstitucionales y nulas varias leyes emitidas por los Estados de Oaxaca, Veracruz y Zacatecas.

4. EL PENSAMIENTO CONSERVADOR.

La época de 1847 a 1861 comprende, por un lado, la intranquilidad social producto de las pugnas políticas y por el otros abarca uno de los sucesos de mayor trascendencia para México, pues en 1847 culmina la función legislativa que da vida a la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos en la que cobra vigencia el juicio de amparo como sistema de control de constitucionalidad.

El antecedente de este período magnifico de la historia jurídica del México naciente está en 1836 en las “Siete Leyes” que crearon el Supremo poder Conservador y entre cuyas funciones estaba la de declarar la nulidad de las resoluciones, decretos o leyes contrarios a la Constitución cuando fuere reclamada por los titulares de los órganos de un poder respecto de los otros.

Sin embargo, al margen de esto, el sistema conservador aunque central establecía vistos de un federalismo que incluso en nuestra época se antoja distante, tal es el caso del “reclamo” que refiere Cabrera Acevedo en su magnifico ensayo sobre la Inconstitucionalidad de las leyes en el acta de reformas
.

El “reclamo”
, probablemente antecedente del juicio de amparo, era un recurso que establecía el artículo 2, fracción III de la primera de las leyes en el cual se establecía:

“...la suspención del acto supuestamente violatorio, en perjuicio ya fuera de una corporación eclesiástica o secular o un particular...”.

Mediante este recurso el quejoso podían solicitar ante la Suprema Corte o ante el Tribunal Superior de los departamentos
, la protección de la propiedad, o su uso o aprovechamiento, cuando el Gobierno no hubiera cumplido ciertas formalidades para declarar que su acto se fundaba en la utilidad pública
.

Pero este momento histórico no interesa respecto de que se plantea como una antecedente del amparo sino que es aquí el instante en el cual los juristas mexicanos empiezan a considerar a la Suprema Corte, incluidos los Tribunales superiores, como una instancia capaz de conocer de las reclamaciones sobre inconstitucionalidad de leyes.

En este mismo tiempo existía la creencia, tal vez por la ascendencia de Toqueville
 que influenciara incluso a Rejón
, de que el control de la constitucionalidad podía dejarse a un órgano político, como el mismo Congreso
 o un poder especial, como fue llamado el “ Supremo Poder Conservador”
.

No obstante, la influencia de los liberarles en el diseño del Estado mexicano fue determinante para dejar al Poder Judicial el control de la constitucionalidad de las leyes, así lo expresa lapidariamente Toqueville en su obra cumbre, La democracia en América, en la cual señala los siguiente:

“...cuando el juez ataca una ley en un debate oscuro y sobre una aplicación particular, oculta en parte a las miradas del público la importancia del ataque. Su fallo sólo tiene por objeto defender un interés particular, pero la ley no se siente herida más que por casualidad. Por otra parte, la ley así censurada no está destruida; su fuerza moral ha disminuido, pero su efecto material no se suspende. Sólo poco a poco y bajo los efectos repetidos de la jurisprudencia llega a sucumbir.”

Este diseño no encuentra cobijo legislativo sino hasta 1842 cuando el Congreso Constituyente presenta tres proyectos, en el cual, el primero, se otorgaba a la Corte Suprema la capacidad para conocer de las infracciones a la Constitución y a las leyes y en el que Otero establece la figura del “Reclamo”
; sin embargo, este congreso fue disuelto por Santa Anna en 1842, sin que llegara a concretarse nada pero dejando, una vez más, de la consideración de los Tribunales Superiores de Justicia como entes capaces de revisar la constitucionalidad de leyes.

5. LA CONSTITUCIÓN Y EL AMPARO. LA NECESIDAD DE REVISAR NUESTRO DISEÑO CONSTITUCIONAL. 

Rubio Llorente
 señala que por Constitución entendemos, y entiende hoy lo mejor de la doctrina, un modo de ordenación de la vida social en el que la titularidad de la soberanía corresponde a las generaciones vivas y en el que, por consiguiente, las relaciones entre gobernantes y gobernados están regulados de tal modo que éstos disponen de unos ámbitos reales de libertad que les permiten el control efectivo de los titulares ocasionales del poder. No hay otra Constitución que la Constitución democrática. Todo lo demás es, utilizando una frase que Jellinek
 aplica, con alguna inconsecuencia, a las Constituciones napoleónicas, “simple despotismo de apariencia constitucional”. Por lo mismo, no podemos continuar simulando la congruencia de nuestros principios constitucionales a través de meras simulaciones provistas de un toque de legalidad por el órgano legislativo; tal es el caso de la insistente negativa de conceder a los estados su lugar en el diseño constitucional; y dentro de éstos, principalmente a los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados.

Miguel Carbonell
 señala que democracia, garantismo y normatividad se configuran como las tres fuentes principales de las que surge el caudal histórico del constitucionalismo. 

Sin embargo, a pesar de que Konrad Hesse
  define a la Constitución como el orden jurídico fundamental de la sociedad, bajo el diseño actual de control constitucional que tenemos se ha negado a los ciudadanos de los Estados definir si es este y no otro sistema es el que más se ajusta a sus condiciones de vida; esto, tal vez, como consecuencia de una permanente actitud de ilustración despótica de los gobiernos centrales que sólo ha agravado más el detrimento paulatino de la preeminencia de los Tribunales de los Estados. Esto nos conduce a pensar que no hay otra Constitución que la Constitución democrática, a pesar de que la nuestra lo es; no obstante, durante muchos años solo respondió a la oligarquía política, misma que coincidía, más por resignación que por devoción, con la de los otros poderes instituidos del Estado.

Considero importante incluir la tesis de Karl Loewenstein
,  en su obra ya clásica “Teoría de la Constitución”, donde clasificó ontológicamente a las Constituciones atendiendo a su caráter normativo, nominal y semántico. Para Loewenstein, la “Constitución Normativa” es aquella que efectivamente es vivida por los destinatarios y detentadores del poder, para lo cual se requiere de un ambiente favorable a su realización. Este tipo de Constitución para ser real y efectiva, debe ser observada por todos los interesados, y tendrá que estar integrada a la sociedad, y ésta, a su vez, en ella. Por otra parte, la “Constitución Nominal” es aquella donde las condiciones socioeconómicas existentes impiden una concordancia absoluta entre las normas constitucionales y las exigencias del proceso del poder; debido a que tiene una función educativa, su objetivo es erigirse, en un futuro más o menos lejano, en una “Constitución Normativa” y determinar realmente la dinámica del poder, en lugar de someterse a él. Finalmente, la “Constitución Semántica” formaliza una situación de poder político en beneficio exclusivo de los que disponen del aparato coactivo del Estado. En adición a lo anterior, esta Constitución es un instrumento para estabilizar y, en la medida de lo posible, eternizar la intervención de los dominadores fácticos de la localización del poder político.

Frente a este impecable diseño constitucional que alude Loewenstein, México se encuentra en el sistema constitucional semántico, el último de la lista de este jurista, aunque su realidad política está en el de una Constitución normativa, debido a que las condiciones políticas y sociales de México han cambiado paulatinamente, aunque no del mismo modo el diseño constitucional y de control de la constitucionalidad; por ello, resulta injustificable que se continúe insistiendo en mantener como exclusiva esta función de la Suprema Corte que, no lo podemos negar, fue necesaria en su momento para mantener la unidad nacional pero que ahora se antoja anacrónica y detractora del progreso social, especialmente en lo relativo a la impartición de justicia.

A pesar de la amplitud de condiciones necesarias para que se den a corto o mediano plazo las modificaciones necesarias, es inexorable que observemos como referencia los principales elementos jurídicos de mantenimiento y protección del diseño Constitucional para no hacer de esta reforma lo mismo que intentamos combatir. En adición a lo anterior, me gustaría reproducir a continuación lo que Jaime Cárdenas Gracia
 sugiere respecto de este tema:

a) Un diseño constitucional que favorezca la gobernabilidad democrática y establezca instituciones y mecanismos jurídico-constitucionales sólidos para enfrentar crisis sociales, políticas y económicas;

b) Una cultura jurídica que vea en la Constitución una norma plena y no solamente principios de inspiración política y social;

c) La implementación del orden jurídico empezando por la Constitución a favor de los derechos humanos;

d) La visión de que todo el ordenamiento jurídico está sujeto a la Constitución;

e) El entendimiento de que las normas constitucionales son abiertas y representan principios intereses plurales en permanente conflicto;

f) La ampliación de los custodios de la Constitución
, no únicamente los de  carácter institucional sino también los de origen social;

g) La primacía y supremacía de la Constitución;

h) La rigidez constitucional y el establecimiento de cláusulas de intangibilidad;

i) Las responsabilidades políticas y de otro orden a los altos funcionarios del Estado por el incumplimiento de la Constitución;

j) Los elementos jurídicos que garanticen el orden libre y democrático de la Constitución; Y

k) El establecimiento de un intérprete último de la Constitución, de carácter autónomo y con suficientes atribuciones frente a los poderes”.

Sobre este punto el maestro Héctor Fix Zamudio
 señala que en estas ocho décadas de evolución a partir del texto original de la Constitución Federal promulgada el 5 de febrero de 1917, el control constitucional en nuestro ordenamiento jurídico ha experimentado cambios sustanciales, por medio de los cuales se ha actualizado de manera paulatina, para llegar a un grado de adelanto similar al de las Cartas Fundamentales de otros países, y si bien se ha avanzado de manera considerable, especialmente en los últimos años; así mismo, recomienda que es preciso seguir adelante en las reformas que hemos realizado para perfeccionar las instituciones del sistema constitucional mexicano.

El juicio de amparo mexicano es una institución sumamente compleja que a partir de la segunda mitad del siglo XIX, con posterioridad a su consagración definitiva en los artículos 101 y 102 de la Constitución Federal de 1857 (con las etapas previas de la Constitución Yucateca de 1841 y el Acta de Reformas de 1847), experimentó una evolución por medio de la cual se incorporaron a los propósitos originales de la protección de los derechos fundamentales de los particulares contra los actos o disposiciones legislativas de cualquier autoridad, otras instituciones relativas a la tutela de los propios particulares pero frente a actos y resoluciones con fundamento en disposiciones legales ordinarias
. 

Podemos entonces  considerar que bajo la apariencia de una institución unitaria, pero con dos procedimientos (amparo de una sola o de doble instancia), el amparo mexicano comprende cinco instrumentos diversos: 

a) Amparo hábeas corpus o de la libertad; 

b) Amparo contra leyes; 

c) Amparo judicial o amparo casación; 

d) Amparo de lo contencioso administrativo, y 

e) Amparo social agrario. 

De estos sistemas de protección jurídica, los tres primeros sectores han conservado y acrecentado su trascendencia, pero los dos últimos tienden a desaparecer, como se ha dicho; no obstante, donde interesa llamar su atención es el amparo contra leyes, que otrora fuera función de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados y que hoy, dadas las condiciones, es menester que retorne como una función más de los Tribunales de los Estados para convertirlos a estos en verdaderos Tribunales de Constitucionalidad, lo que concretaría el federalismo mexicano que no acaba de definirse ni de materializarse.

Pero además de la complejidad procesal anterior, existe otra división que también se ha acentuado en los últimos años, en particular con posterioridad a las reformas constitucionales y legales de 1988 y 1995, es decir entre el control de la legalidad y el de la constitucionalidad  pues en tanto que el amparo contra actos o disposiciones directamente constitucionales se confirió a la Suprema Corte de Justicia, la impugnación de actos o resoluciones en los cuales se apliquen disposiciones legales ordinarias, se trasladó a los tribunales colegiados de circuito. Y yo me pregunto ¿Por qué no a los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados?

El gobierno es ejercido por tres poderes, el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial que, en el ámbito de sus respectiva competencias y tienen por función gobernar la nación. Los jueces, en tanto, son guardianes e intérpretes finales de la Constitución, sólo intervienen para garantizar el funcionamiento del gobierno en el marco de las atribuciones que la Constitución les ha conferido. No para decidir en materias propias de los otros poderes, acerca de su acierto, oportunidad y conveniencia, sino sólo ante la invocación del menoscabo de cláusulas, derechos, declaraciones o garantías constitucionales, y con el fin de contribuir para que los tres poderes ejerciten sus facultades, en el marco que la Constitución les ha fijado
; en esto los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados tienen la función de contrapeso histórico; empero, la Federación, en un acto claro de intromisión e ilógico, arrebató a los Estados su calidad de soberanos al negarles la posibilidad de revisar su propia Constitución y la constitucionalidad de sus leyes; así mismo, en concordancia con lo anterior, el diseño y control de la Constitución le corresponde al pueblo que la promulga a través de los órganos que el mismo se ha impuesto y no a través de otros.

Algunos autores, como Zagrebelsky
, hablan de un tránsito del Estado de derecho decimonónico al Estado constitucional. Partiendo de la idea de que le Estado constitucional constituye una versión del Estado de derecho; así mismo, Zabgrebelsky analiza las características esenciales del segundo, para proceder a continuación a efectuar un contraste con la situación actual. Este autor expresa que vivimos en un contexto ideológico todavía dominado por los principios, o por la ideología, del positivismo jurídico, mientras los caracteres del ordenamiento jurídico actual ya no son conforme a tal ideología. Es decir, el centro de la construcción jurídico-política ya no radica en el Estado soberano, sino en la Constitución.

Osvaldo Alfredo Gozaíni y Eduardo García de Enterría
 dicen que originariamente, los tribunales constitucionales que sirven de modelo a un método diferente para el control de constitucionalidad, esto es, concentrado en un órgano especializado toda la cuestión constitucional, sea para la eficacia u obrando a título de prevención, fueron estructurados no como magisterios de justicia, propiamente dichos, sino bajo el dominio de la función política que venían a cumplir. Empero, la realidad social y política de México desdice esta tesis fuertemente, debido a que hoy día los Tribunales de los Estados están en condiciones totalmente diferentes que las que se dieron cuando el actual diseño de control de constitucionalidad se planteó y, en cambio, el actual diseño está provocando un deterioro de la función jurisdiccional local de efectos inciertos.

Para Kelsen
, por ejemplo, el Tribunal de Garantías no debía enjuiciar hechos concretos sino compatibilizar las diferencias entre normas abstractas como eran la ley y la Constitución. Su función resulta así limitada a la adecuación o compatibilidad de una norma jurídica con el sistema constitucional. Un órgano que puede abrogar leyes hasta entonces eficaces, otorgando un nuevo status Legislativo al derogar para todos la norma incompatible. Es, en consecuencia, dice García de Enterría, “un legislador, sólo que no un legislador positivo, sino un legislador negativo”
.

Claro, no podemos negar que, definitivamente, en los países latinoamericanos la influencia decisiva en materia de Poder Judicial ha estado históricamente dada por la tradición continental europea. Como en otras materias, hemos acabado por deformar tales tradiciones; esto no es del todo nulo ya que esta misma distorsión es la que, propiamente, provocó el Juicio de Amparo como una distorción del Abeas Corpus. Así, sobre el tema, declara Felipe González
, ex Presidente de España, que “...en muchas naciones de esta región se ha petrificado el sentido de la función judicial, adquiriendo un notorio tinte formalista, que en definitiva significa falta de independencia judicial y desprotección para los derechos humanos. Siempre con el ejemplo de la revisión judicial, uno se encuentra con que en muchos países latinoamericanos esta facultad hubo de ser introducida por la vía de la reforma constitucional y que luego los tribunales han hecho un uso escaso y poco significativo de una atribución tan importante”.

Finalmente, para ilustrar mi argumento, traigo a colación las palabras de Juan Juan Jacobo Rousseau
 quién decía que “...es contrario a la naturaleza del cuerpo político imponerse leyes que no puede revocar, pero que no es no contra la naturaleza ni contra la razón que no puede revocarse esas leyes sino con la misma solemnidad con que la estableció”.

7. LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD DE AMPARAR DE LOS TRIBUNALES DE LOS ESTADOS (A MODO DE CONCLUSION).

Es un hecho irrefutable que los Estados en un origen tuvimos la preciosa capacidad de amparar a nuestros ciudadanos contra leyes que violentaran los principios rectores de nuestra Constitución; empero, los conflictos existentes entre centralistas y federalistas, mismos que fueron permeando a la doctrina y por ende a las instituciones a través de las constituciones federales, pero principalmente la de 1917, dejaron una honda huella en nuestro sistema judicial y en la figura del amparo.

Este conflicto y sus consecuencias lastimó a los Tribunales de los Estados de una manera difícil de expresar brevemente; sin embargo, lo que expresara Heriberto Jara en su voto Particular sobre el Artículo 107 del Proyecto de Reformas de la Constitución de 1917
 expone las mismas razones que hoy quisiéramos articular y que, indubitablemente, suenan más duras y contundentes que otrora y que demuestran que el argumento que esgrimo no es una pose sino un hecho real con sustento histórico; por lo mismo, para mejor ilustrar quisiera reproducirlas íntegramente, por lo menos en lo referente a sus consideraciones.

“Ciudadanos Diputados:

Una diferencia de apreciación sobre el papel de amparo garantizador de los derechos del hombre, ha ocasionado este voto particular sobre el artículo 107 del proyecto que reglamenta los casos de procedencia de aquel juicio.

A reserva de ampliar nuestros razonamientos en la discusión del artículo expondremos sucintamente nuestra manera de ver:

I.- En las reglas del artículo 107 del proyecto se establece el amparo contra sentencias definitivas pronunciadas en juicios civiles y juicios penales. Esto nulifica completamente la administración de justicia de los tribunales común de los Estados, por que la sentencia pronunciada por estos será atacada ante la Corte mediante el amparo; y sea que este alto tribunal confirme o revoque aquel fallo, tendrá el derecho de revisión sobre la justicia local, produciendo el desprestigio de ésta.

II.- Los Estados, por sus tribunales, deben sentenciar definitivamente los litigios y las causas criminales de los habitantes a su soberanía  y no dejar nunca su justicia en manos ajenas, por que resulta curioso que un Estado que se llama  soberano no pueda impartir justicia.

III.- La Constitución de 1824 tenía un principio que parece estar de sobra en una república federal, pero hoy sirve para demostrar lo que debe ser la justicia en un Estado. Este artículo dice así: “Artículo 160 – El poder judicial de cada estado se ejercerá por los tribunales que establezca o designe la Constitución; y todas  las causas civiles o criminales que pertenezcan al conocimiento de estos tribunales serán fenecidas en ellas hasta la última  sentencia.”

IV.- No es un vano temor el de que con el sistema del artículo 107 del proyecto se nulifique la justicia local, es un hecho de experiencia que ningún litigante se conforme con la última sentencia del tribunal de un Estado y que acude siempre a la corte. De ahí ha venido la poca confianza que se tiene a la justicia local, el poco respeto que litigantes de mala fe tienen para ella y la falta bien sentida de tribunales regionales prestigiados. Y en efecto; en el mas alto tribunal de un Estado nunca hay sentencias como definitivas, y así los juicios, en realidad tienen cuatro instancias: la primera, la segunda, la súplica y el amparo.”

Como podemos ver, jara deja entrever en sus argumentos las mismas razones que Rejón intentó plasmar en su proyecto de Constitución Yucateca, como era de esperarse, una idea tan genial no podía quedar recluida en una constitución de un Estado de la Federación ni ofrecer beneficios a uno pocos; tal vez por ello los legisladores del 17 nos arrebataron a los Estados esa grandiosa capacidad de administrar justicia; sin embargo, ahora nosotros tenemos aquí la misma oportunidad de enmendar el camino y bajo el espíritu que inspiró a Rejón devolver a la nación un sistema de verdadera justicia federal. 

Muchas gracias.

EMILIO DEL RIO PACHECHO

“LA AUTORIDAD RESPONSABLE ESTÁ LEGITIMADA

PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN EN

EL JUICIO DE AMPARO”

El recurso, en sentido amplio, es un medio jurídico de defensa que surge dentro de un procedimiento judicial o administrativo para impugnar un acto del mismo y que tiene como finalidad revocarlo, confirmarlo o modificarlo, mediante un nuevo análisis que genera la prolongación de la instancia en la cual se interpone, conservando o manteniendo de ésta, en su substanciación, los mismos elementos teleológicos motivadores de lo combatido.  En materia de amparo, el recurso no es sino un medio jurídico de defensa que se da a favor de las partes dentro del procedimiento constitucional para impugnar un acto  o decisión del mismo, teniendo como fin su revocación, confirmación o modificación.

Ahora bien, la improcedencia de un recurso se refiere a la inatacabilidad legal de un acto procesal o fallo por él mismo, bien porque la norma jurídica respectiva no lo conceda, o porque lo niegue expresamente.  La improcedencia está en razón directa de la naturaleza misma del acto o la resolución procesal, o establecida en vista de determinadas circunstancias tomadas en cuenta por la ley.  Viceversa, la procedencia del recurso equivale a su expreso otorgamiento por la norma jurídica, ya sea de modo general o respecto de cierta categoría de actos o decisión en el procedimiento.

Conforme al artículo 5° de la Ley de Amparo en vigor, las autoridades responsables tienen el carácter de parte en el juicio de garantías, en virtud de ser la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto reclamado, es decir, aquél que el particular considera violatorio de sus garantías individuales.  De ahí que en tratándose del Recurso de Revisión, la propia Ley en su artículo 87, señale como un derecho para aquéllas el de interponerlo en los términos ya señalados.  Así, en principio, la autoridad responsable estaría legitimada, en su calidad de parte, para impugnar las determinaciones que la autoridad de amparo emitiese, sobre todo de aquellas que otorgaran la protección constitucional al quejoso contra el criterio y la decisión sustentados por la propia autoridad responsable

Hasta antes del Decreto reformatorio del 30 de diciembre de 1983, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1984, la Ley de Amparo señalaba con toda claridad quiénes tenían capacidad legal para hacer valer el recurso de revisión, señalando en su artículo 86 que dicho recurso sólo podía interponerse “por cualquiera de las partes en el juicio”.  Sin embargo, como consecuencia de dicha reforma, subsiste únicamente la mención en el sentido de que “las autoridades responsables sólo podrán interponer recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente al acto que de cada una de ellas se haya reclamado; pero tratándose de amparos contra leyes, los titulares de los órganos de Estado a los que se encomiende su promulgación, o quienes los representen en los términos de cada ley, podrán interponer, en todo caso tal recurso”.  Así pues, con dicho Decreto el legislador suprimió el enunciado general consistente en que el recurso de que tratamos lo podría hacer valer cualquiera de las partes en el juicio, pero conservó la mención específica de las autoridades responsables como partes legitimadas para interponer dicho recurso.

No obstante lo anterior, la Suprema Corte de Justicia ha producido jurisprudencia en el sentido de que la autoridad responsable no está facultada para interponer la revisión, sustentando su criterio en que, por tener el acto reclamado naturaleza jurisdiccional, resulta improcedente tal recurso en virtud de carecer de interés directo necesario para la continuación del juicio de garantías, ya que el acto sólo puede causar perjuicio a las partes que intervienen en el litigio ante las propias autoridades o, en su caso, a terceras personas a quienes, aún sin intervenir en la contienda, les alcancen los actos jurisdiccionales  que  en  ellas  se  realicen;  de  donde  únicamente  el  quejoso  y el tercero perjudicado pueden interponer la revisión contra la sentencia de amparo.  Se traduce lo anterior en una declaración de inexistencia de interés legítimo por parte de la autoridad responsable para sostener su acto por medio de este recurso, ya que se resuelve una controversia entre particulares, cuyo resultado no trasciende sino a la esfera jurídica de éstos, excepción hecha de los casos en que se afecten directamente los intereses o derechos de la autoridad responsable, como en el caso hipotético de la imposición de una multa.

Sin embargo, es insoslayable que la Ley de Amparo aún en vigor establece de manera expresa la legitimación de las autoridades responsables para interponer el recurso de revisión en contra de las sentencias dictadas en los juicios en que sean parte, con la única limitante de que la sentencia afecte directamente el acto que de cada una de ellas se haya reclamado.  

Por tanto, es procedente, o debería serlo, el recurso de revisión que aquéllas interpongan, aun cuando el quejoso o el tercero perjudicado no lo hayan hecho valer, puesto que la sentencia de amparo puede afectar tanto la esfera jurídica de las autoridades como la del tercero perjudicado, según los efectos que la misma produce de acuerdo con el artículo 80 de la Ley de la materia, que asienta que la sentencia que concede la protección “tendrá por objeto restituir al agraviado en  el  pleno  goce  de  la  garantía  individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación”, de donde se advierte que tal sentencia sí afecta la esfera jurídica de la autoridad responsable en lo que respecta a la restitución del goce de la garantía individual violada y, ciertamente, la de las otras partes mencionadas por cuanto al restablecimiento de las cosas al estado que guardaban antes de la violación.  Lo anterior pone de manifiesto que tanto la autoridad responsable como el tercero perjudicado están legitimados para interponer el recurso de revisión, de convenir a sus intereses, traduciéndose los de la autoridad responsable no en un interés directo en el sentido en que se dirimirá la controversia planteada de manera originaria por los particulares, sino la defensa de la constitucionalidad de su resolución, es decir, la declaratoria de que su actuar no ha sido violatorio de garantías individuales.

En consecuencia, proponemos que en el artículo 85 del Proyecto se establezca el Principio de que la autoridad responsable está legitimada para interponer el recurso de revisión en el Juicio de Amparo.

CONCLUSIONES

1. El recurso de revisión es un medio jurídico de defensa que en el Juicio de Amparo se otorga a favor de las partes para impugnar un acto o resolución del mismo, teniendo como propósito su revocación, confirmación o  modificación.

2. Hasta antes del Decreto reformatorio del 30 de diciembre de 1983, la Ley de Amparo señalaba claramente que el recurso de revisión podía interponerse por cualquiera de las partes en el juicio.

3. Con motivo de las reformas realizadas mediante el Decreto precitado, la Ley de Amparo en vigor señala que las autoridades responsables únicamente podrán interponer el recurso de revisión contra las sentencias que afecten de manera directa el acto que de cada una de ellas se haya reclamado.

4.  La autoridad responsable, como parte en el juicio de amparo, está legitimada para la interposición del recurso de revisión, en virtud de ser la que dicta, promulga, publica, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto reclamado.

5. La propuesta que aquí se hace es la de que sea reconocido en el artículo 85 del Proyecto de Ley de Amparo, el derecho que asiste a la autoridad responsable para la interposición del multicitado recurso, en virtud de afectar efectivamente su esfera jurídica, no en cuanto a los intereses que se ventilan en el negocio original, sino en lo relativo a la defensa de la constitucionalidad del acto que de ellos se reclama.
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LA EJECUCION DE LA SENTENCIA DE AMPARO EN LAS MATERIAS CIVIL Y MERCANTIL.

"Planteamiento del Problema"

Es de todo el gremio jurídico conocido el sistema que los Tribunales Federales de Amparo siguen para "ordenar" a las Autoridades Responsables la cumplimentación de una Ejecutoria de Amparo; sin hacer tales Tribunales distingo alguno cuando se trata de Amparos concedidos en materia administrativa, laboral, civil, mercantil o penal; sin distinguir si se trata de amparos contra actos de autoridad fuera de procedimiento o dentro del mismo; es decir, con el Amparo concedido, la Autoridad que lo otorga ordena a la Responsable que cumpla con lo determinado en el juicio de control constitucional y de legalidad; y que lo haga en un plazo de veinticuatro horas a partir de la notificación que se le haga de la sentencia de garantías, apercibiéndole  con proceder en su contra conforme a los artículos 105 y 108 de la Ley de Amparo, si no cumple cabalmente con dicha determinación judicial, en el mencionado término.

Hemos dicho que actualmente las autoridades de amparo (Tribunales Colegiados de Circuito y Juzgados de Distrito), no hacen distingo al ordenar a la Responsable la ejecución de la sentencia que concede el amparo al quejoso; porque invariablemente ordenan que la misma se cumpla en veinticuatro horas y en la misma resolución ordenadora se formulan los apercibimientos para actuar en contra de las responsables, en los términos de los artículos 105 y 108 de la Ley de Amparo; mas nunca ordenan a la Autoridad Responsable que cumpla la Ejecutoria de Garantías dentro de ese perentorio término,     "si la naturaleza del acto reclamado lo permite"; ni tampoco le conceden otro término para dar cumplimiento cabal a la sentencia de garantías, la cual siempre ordena dejar sin efecto el acto reclamado y en su lugar dictar nueva resolución en determinado sentido, o bajo determinados lineamientos o para alguna o algunas cuestiones específicas de legalidad, por inaplicación o indebida aplicación de la Ley.

A partir de la notificación de la Ejecutoria de Amparo a la Autoridad Responsable, el Tribunal de Amparo cada 48 o 72 horas le remite nuevamente la orden de dar cumplimiento inmediato al amparo concedido para efectos, con la advertencia cada vez más drástica de proceder legalmente contra dicha responsable ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los términos del último párrafo del artículo 108 de Ley de Amparo; y jamás admiten o aceptan tales Tribunales Federales que la Autoridad Responsable les comunique que han dejado sin efecto el acto declarado inconstitucional y que proceden en vía de ejecución a dictar una resolución distinta que acate las determinaciones de la Sentencia de Amparo para efectos.  Pues siempre le dicen a la Responsable que debe dar cumplimiento a la sentencia de amparo dentro del término de 24 horas previsto en el artículo 106 de la Ley de Amparo y se le apercibe para el caso de incumplimiento, de proceder en su contra conforme a lo dispuesto por los artículos 105  y 108 de la Ley de Amparo".

El proyecto  de Ley de Amparo que presenta la Comisión de Análisis, no  contiene un capítulo relativo a la ejecución de la sentencia de amparo cuando éste se refiere al amparo casación o amparo directo, lo que también se ha conocido como "amparo judicial"; y lo cierto es que en las condiciones que regula la Ley de Amparo en vigor para este tipo de ejecución, es superior a las reglas que ahora contempla dicho proyecto, es decir,  en el proyecto se deja a la subjetividad  y discreción de los titulares de los juzgados federales y de los tribunales colegiados de circuito, la decisión de si a su juicio está o no cumplida la Sentencia de Amparo Casación ( artículo 193 del proyecto); y otorga una facultad amplísima para que los mismos tribunales federales multen a las autoridades responsables (generalmente tribunales estatales de apelación), si no cumplieron la sentencia de amparo en 24 horas o en tres días,  según lo decidan discrecionalmente y a  juicio de dichos tribunales de amparo.

De por sí, de antaño, desde el siglo XIX, desde la Ley Reglamentaria de Enero de 1869, en su artículo 8°, referente a la Constitución de 1857, se ha impugnado al Amparo Casación  contra negocios judiciales, al considerarse que éste no ampara, sino que resuelve la controversia casando fallo, anulando una sentencia que jurídicamente es la verdad; lo cual no es compartido por muchos juristas y tampoco por el sentir de muchos Tribunales Estatales, quienes consideran que a través del amparo directo o amparo casación como medio de control de la legalidad se vulnera la Soberanía Judicial de los Estados por   parte de los Tribunales de la Federación, al examinar éstos y anular las sentencias dictadas por los máximos jueces estatales; constituyéndose los Tribunales Colegiados de Circuito y la Suprema Corte de Justicia de la Nación en revisores de dichas sentencias, conociendo en una instancia más los asuntos judiciales que definitiva y ejecutoriamente deberían quedar resueltos ante la jurisdicción local.

Por esas y otras razones y motivos, existe actualmente una gran efervescencia en el ámbito nacional para exigir un cambio de fondo en el sistema judicial, a fin de que se puedan crear las Cortes Estatales para que la justicia local inicie y acabe en cada entidad estatal y continuar en el proceso de hacer efectivo el federalismo y tratar de acotar al máximo el centralismo que se ha dado en todos los órdenes de nuestra vida como nación. 

Además de que las actitudes personales de jueces de distrito y de tribunales colegiados, resultan insoportables en cuanto a las acciones y formas que  ponen en practica en contra de los tribunales estatales para la Ejecución de las Sentencias Civiles y Mercantiles; pues, como ya quedó asentado en "El planteamiento del Problema", ordenan de manera absoluta, al notificar a la Autoridad Responsable, que cumpla, sin excepción, en 24 horas con la Ejecutoria de Amparo, so pena de ser procesado legalmente ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para efectos de destitución y sometimiento a juicio; todo  esto, no obstante que la propia Ley de Amparo les indica a dichos Tribunales Federales que aún en tratándose de la materia penal (libertad personal), le permite a la Autoridad Responsable "dictar la resolución que corresponda dentro de un término prudente, que no podrá exceder de tres días" (sic), (artículo 111). ¿Cuánto más será posible cuando no se trata ni de materia penal, ni de libertad personal?, sino de anular por una parte, una sentencia civil o mercantil, y por otra, de dictar una nueva sentencia en el sentido de la Ejecutoria que conceda el amparo; siendo que en muchos de los casos, resulta más complicado jurídicamente a la Sala Responsable, asumir los criterios interpretativos del Tribunal de Amparo para estructurar la nueva sentencia, que la dificultad que encontró al dictar naturalmente y en primer término la Ejecutoria de Apelación.

La cumplimentación de las Ejecutorias de Amparo Directo, comprende dos etapas diferentes, a saber: a) DEJAR SIN EFECTO LA EJECUTORIA CONSITUTIVA DEL ACTO RECLAMADO, y B) DICTAR UNA QUE SUSTITUYA A AQUÉLLA Y QUE ACATE EL SENTIDO DEL FALLO CASACION.  De lo que se desprende que la Sala Responsable da cumplimiento a la ejecutoria de garantías, si al ser notificada del Amparo, dicta de inmediato o dentro de 24 horas un auto en el que declare la anulación del acto reclamado y le hace saber a la autoridad de amparo, que procede a dictar dentro del término que la propia Ley de la materia (civil o mercantil adjetiva) le conceden para dictar la definitiva, cuando el expediente queda  en estado de dictar sentencia.

Consideramos que la nueva Ley de Amparo debe tener un capítulo especial para el amparo judicial en la ejecución de sentencias relativas al amparo directo o en revisión contra sentencias de Tribunales Estatales de Segunda Instancia, cuando se trata de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. Y si eso no puede darse, entonces debe hacerse el distingo para que en la Ejecución de las Sentencias de Amparo Directo, (en materia civil y mercantil), se considere cumpliendo legalmente a la Autoridades Responsables, cuando éstas, dentro de las 24 horas, después de la notificación de la concesión del amparo, dicten resolución que deje sin efecto y decrete la anulación de la Ejecutoria que constituyó el ACTO RECLAMADO y comunique a la Autoridad de Amparo, que procede a dictar, dentro del término de la ley adjetiva de la materia, la nueva ejecutoria  en los términos de la Sentencia  de Garantías; y que solamente en el caso de que la Responsable no dicte, dentro de dicho término legal, la nueva ejecutoria que acate el contenido de la concesión del amparo, se le multe, se le aperciba y se le requiera, en los términos de los artículos 191, 192, 193 y 194 del proyecto de la Comisión relativo a la Ley de Amparo, que ahora tenemos a nuestra consideración.
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